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RESUMEN 

 

El caso de la mencionada materia de estudio es en lo penal tipificado como 

violación sexual con premeditación a damas, los cuales el Ministerio Publico 

incrimina a los acusados de los distintos casos mencionados, según el código penal 

(Articulo N°170), contempla que el delito realizado por violación sexual. 

 

Verificar que se corresponden de manera directa la afectación a la libertad sexual 

con la determinación de pena por el agravio de índole sexual, en la legislación penal 

del Perú en la jurisdicción de Moquegua 2023. 

 

Asimismo, se manifiesta que se realizó la búsqueda de información sobre el delito 

de Violación sexual de casos similares demostrando la fundamentación de las 

teorías penales del caso. 

 

Palabras claves: índole sexual, violación sexual, pruebas, pericia. 
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ABSTRACT 

 

The case of the aforementioned subject of study in criminally classified as 

premeditated sexual rape of women, which the Public Ministry incriminates the 

different cases mentioned, according to the penal code (Article N°170), 

contemplates that the crime committed by sexual violation. 

Verify that the impact on sexual freedom directly corresponds with the 

determination of punishment for sexual offenses, in the criminal legislation of Perú 

in the jurisdiction of Moquegua 2023. 

Likewise, it is stated that the search form information on the crime of sexual 

violation of similar cases was carried out, demonstrating the foundation of the 

criminal theories of the case 

Keyword: sexual nature, sexual violation, evidence, expertise. 
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INTRODUCCIÓN 

 

¿Cómo se conectan la afectación a la libertad sexual con la determinación de pena 

por el agravio de índole sexual, en la legislación penal del Perú en la jurisdicción 

de Moquegua 2023? 

Importancia  

Se señala que existe la relevancia Sociocultural dado que La violación sexual es un 

delito con profundas consecuencias psicológicas, físicas y sociales para las víctimas 

y la sociedad en su conjunto. Comprender cómo se valora esta afectación en el 

proceso de determinación de pena es esencial para asegurar que el sistema legal esté 

alineado con las expectativas y valores de la sociedad. 

Se asegura que exista una correlación lógica y justa entre la gravedad de la 

afectación de los bienes jurídicos y la pena impuesta es esencial para mantener la 

confianza en el sistema judicial. La pesquisa puede identificar inconsistencias o 

áreas de mejora en la práctica judicial actual. 

Los bienes jurídicos de libertad sexual e indemnidad sexual están estrechamente 

vinculados a los derechos humanos fundamentales. Evaluar cómo estos bienes son 

considerados en el proceso penal es vital para asegurar que las víctimas reciban la 

protección y justicia que merecen. 

Si la pesquisa revela deficiencias o áreas de mejora en cómo se correlaciona la 

afectación de los bienes jurídicos con la determinación de la pena, puede ofrecer 

orientación para posibles reformas legales. 

Los hallazgos pueden ser integrados en la formación de profesionales del derecho, 

ayudándolos a comprender mejor cómo abordar casos de violación sexual y cómo 

los tribunales valoran la afectación de los bienes jurídicos involucrados. 

Entender cómo el sistema judicial valora y responde a la violación sexual puede ser 

una herramienta valiosa en campañas de prevención y concienciación. Las 

sanciones adecuadas pueden tener un efecto disuasorio sobre posibles agresores. 

En un mundo cada vez más globalizado, es relevante evaluar cómo se determinan 

las penas por violación sexual en comparación con otras jurisdicciones y estándares 

internacionales. La pesquisa puede aportar insights sobre cómo se sitúa un 

determinado país o sistema legal en este contexto global. 
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Para que la sociedad confíe en el sistema penal, es esencial que sientan que las penas 

impuestas son proporcionales a la gravedad del delito y al daño causado a las 

víctimas. Esta pesquisa puede ayudar a validar o mejorar la percepción pública del 

sistema penal en relación con delitos de violación sexual. 

En resumen, la importancia de esta pesquisa radica en su capacidad para influir y 

mejorar la práctica y percepción judicial, proteger y validar los derechos de las 

víctimas, y alinear el sistema legal con las expectativas y valores socioculturales. 

La violación sexual es un tema de profundo interés y preocupación social, y 

cualquier pesquisa que busque una mayor justicia y comprensión en este ámbito es 

de suma relevancia. 
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CAPÍTULO I 

EL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN  

 

1.1 Descripción de la realidad problemática 

 

Internacional 

Al considerar la relación entre la afectación de los bienes jurídicos 

(libertad sexual e indemnidad sexual) y la determinación de pena por 

agravios de índole sexual en un contexto internacional, emergen varios 

problemas y desafíos: 

Las Diferencias en las Definiciones Legales porque distintos países 

pueden tener diferentes definiciones de qué constituye un agravio de 

índole sexual o cómo definen la libertad sexual e indemnidad sexual. 

Esta falta de uniformidad puede crear desafíos cuando se abordan casos 

que involucran a más de un país o jurisdicción. 

Asimismo, hay una variedad en las Escalas de Pena por agravios de 

índole sexual dado que estas varían considerablemente entre países. 

Algunos pueden tener penas severas, mientras que otros pueden ser más 

lenientes. Esto puede llevar a percepciones de impunidad o, por el 

contrario, de castigo excesivo dependiendo del contexto. 

Por la Jurisdicción y Extradición, ello ocurre en un país, pero el acusado 

se encuentra en otro, pueden surgir complicaciones en términos de 

jurisdicción y extradición, especialmente si los países involucrados 

tienen perspectivas legales y culturales muy diferentes sobre el delito. 
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Las percepciones sobre la libertad sexual e indemnidad sexual pueden 

estar influenciadas por normas culturales y sociales. En algunas 

culturas, ciertos comportamientos que se considerarían agravios 

sexuales en otro lugar pueden no ser vistos de la misma manera, lo que 

puede generar tensiones y malentendidos a nivel internacional. 

Aunque existen tratados y convenios internacionales que buscan 

establecer estándares comunes en relación con agravios de índole 

sexual (como la Convención de Belém do Pará), no todos los países son 

signatarios o, si lo son, pueden no cumplir plenamente con sus 

obligaciones. 

En un mundo globalizado, tanto las víctimas como los perpetradores 

pueden cruzar fronteras. Esto presenta desafíos en términos de 

protección de las víctimas, persecución de los delincuentes y asegurar 

que se haga justicia. 

Los países pueden ser juzgados o criticados por su manejo de agravios 

de índole sexual en comparación con normas internacionales o prácticas 

en otros países. Estas comparaciones pueden influir en la diplomacia y 

las relaciones exteriores. 

Las víctimas de agravios de índole sexual que son de otro país pueden 

enfrentar barreras adicionales al buscar justicia, como barreras 

lingüísticas, falta de familiaridad con el sistema legal local y posibles 

prejuicios culturales. 

Al tratar estas variables en un contexto internacional, es fundamental 

considerar estas complejidades y trabajar hacia soluciones que respeten 

tanto los derechos de las víctimas como los principios de justicia y 

equidad. 

Nacional 

En el contexto nacional de Perú, la relación entre la afectación de los 

bienes jurídicos (libertad sexual e indemnidad sexual) y la 

determinación de pena por agravios de índole sexual presenta varios 

desafíos y problemáticas: 
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Aunque el Código Penal del Perú tiene definiciones claras para ciertos 

agravios sexuales, en la práctica puede haber ambigüedad o 

interpretaciones divergentes sobre qué constituye una violación a la 

libertad e indemnidad sexual. 

Se ha criticado que en Perú existe cierta variabilidad en cómo se aplican 

las penas para delitos sexuales. Dependiendo del juez o la jurisdicción, 

las penas pueden ser más severas o más leves por delitos similares. 

Las víctimas de agravios sexuales en Perú, como en muchos lugares, a 

menudo enfrentan estigmatización y victimización secundaria, lo que 

puede desincentivar las denuncias. El proceso judicial puede ser 

traumático para la víctima, especialmente si no se le brinda el apoyo 

adecuado. 

A pesar de las leyes, aún existen normas culturales y sociales que 

pueden minimizar o justificar ciertos comportamientos sexuales no 

consensuales, especialmente en zonas rurales o comunidades más 

tradicionales. 

A nivel institucional, puede haber una falta de recursos y capacitación 

adecuada para abordar y procesar adecuadamente los casos de agravios 

sexuales. Esto incluye desde la recolección de pruebas hasta la atención 

psicológica para las víctimas. 

A pesar de los esfuerzos, la impunidad sigue siendo un problema en 

muchos casos de agravios sexuales en Perú. La falta de condenas 

efectivas puede desincentivar a las víctimas a denunciar y perpetuar el 

ciclo de violencia. 

Aunque Perú ha realizado reformas en su marco legal relacionado con 

agravios sexuales, siempre hay un llamado a revisar y actualizar las 

leyes para que reflejen mejor las realidades actuales y ofrezcan 

protección adecuada a las víctimas. 

La recolección de datos y estadísticas sobre agravios sexuales puede ser 

un desafío debido a la subnotificación y falta de sistemas unificados de 

información. 

 



 

17 
 

Diversidad Geográfica y Cultural: 

Perú es un país con una gran diversidad geográfica y cultural. Las 

percepciones y actitudes hacia los agravios sexuales pueden variar 

según la región o la comunidad, lo que puede influir en cómo se 

manejan estos casos a nivel local. 

Para abordar estos problemas de manera efectiva, es esencial una 

combinación de reformas legales, educación y sensibilización pública, 

y recursos adecuados para las instituciones encargadas de manejar estos 

delitos. 

 

Local 

Para decisiones judiciales resulta importante saber reconocer y sino 

preguntar ¿cuál es el poder de la prueba?, cuando no la veracidad de los 

hechos. Existe una combinación entre la técnica antigua del testigo, con 

ideas modernas del testigo, cuando este aporta al juez, siendo sus ojos 

y oídos. Por lo general el juzgador no tiene un conocimiento perceptual 

de los sucesos, este conocimiento le llega a través del testigo o la 

pericia. 

La situación probatoria y sus reglas infieren en la valoración de la 

prueba, el mismo que está en base a inferencias indiciarias racionales, 

donde no cabe lo ficticio. Si bien en materia probatoria se encuentra el 

indicio, en la cual se incluyen 2 razonamientos: el sustento a partir de 

la prueba, y después el que está basado en el suceso probado. 

Según la presente, se indica que para lograr a cabalidad el derecho a 

probar, el juzgador necesariamente tiene que argumentar de manera 

amplia, por qué elegir una hipótesis como verdadera quedando las otras 

desechadas, en la cual no debe caber la duda. 

Hay inutilidad probatoria cuando el medio probatorio obtenido 

legítimamente no es útil para asentar el suceso ha probar. En materia 

penal, quienes declaran anónimamente, tiene sentido, si sirve para guiar 

la investigación, más cuando esta no ayuda o contribuye a la probación 

entonces se encuentra prohibida. Sobre todo, si se va utilizar y valorar 
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como prueba de sustento en sentencia de PPLE. O, en materia civil, 

deben cumplir los requisitos de algunos hechos en los que los otros 

medios probatorios no sirven para ser valorados.  

La confesión como prueba privilegiada está fundada, en cuanto un 

suceso se considera probado, resulta poco o nada útil la práctica de otros 

medios probatorios como es el testimonial. Este sirve siempre en 

cuando sea corroborado con pruebas contundentes.  

Con esta regla, el órgano jurisdiccional tampoco logra dejar de asimilar 

prueba declarada, pertinente, con la excusa de que se alcanzó la 

persuasión de existencia o no de la realidad fáctica, entonces a este nivel 

del proceso, no se conoce, si la prueba pertinente repercutirá o no en el 

convencimiento, dado que es el mismo de las decisiones importantes, 

como la sentencia al término del proceso. 

En las decisiones de los sucesos, resultan ser antecedentes las pruebas; 

sin embargo, estas, son inseguras, y tampoco lo podría ser cuando el 

proceso concluye. De este modo, se recurre a la naturaleza falible de 

resultados probatorios.  

El juzgador, con las facultades que se le brinda puede buscar pruebas 

de testigos o documentos para que se especifiquen correctamente en los 

interrogatorios a las partes o terceros, para aventajar, aserciones 

valorativas, indefinidas. 

Asimismo, la presente concuerda con Ferrajoli quien considera (1995: 

135): «no hay prueba alguna, indicio o conjunto de pruebas y de 

indicios que asegure impugnablemente la veracidad de la conclusión 

fáctica. No hay, en severidad, pruebas suficientes»(Santacruz Lima, 

2013). 

El legislador necesita indagar y reconocer que la valoración probatoria 

no sea un acto desvinculado de la práctica probatoria y motivación 

judicial con la finalidad de evitar que la decisión judicial sea solo un 

acto intuicionista.  

En la motivación del derecho se encontraron cinco parámetros 

esperados: la razón indica la certeza; la razón indica la determinación 



 

19 
 

del hecho ilícito; la razón prueba la determinación de la culpabilidad; la 

razón indica la conexión entre el hecho y la ley aplicable que justifica 

la decisión (enlace). En la motivación de la sentencia se obtienen cinco 

parámetros previsibles: los parámetros normativos establecidos de 

acuerdo con el artículo 45 y el artículo 46 de la Ley Penal que acreditan 

el motivo de la individualización de la sentencia; el motivo muestra que 

es proporcional al daño; el motivo muestra que el proceso interno va 

Idoneidad; las razones muestran aprecio y claridad por la declaración 

del acusado. 

Finalmente, en el motivo de la indemnización civil se encontraron 

también cinco parámetros esperados: el motivo indica que el valor y la 

naturaleza del bien jurídico protegido se ha apreciado; el motivo indica 

el daño o impacto al bien jurídico protegido; el motivo indica que el 

autor y la víctima expresaron su reconocimiento por las acciones 

tomadas en las circunstancias específicas en las que ocurrió la conducta 

punible; las razones indican que el monto fue determinado 

cuidadosamente desde una perspectiva real que abarque el propósito de 

la indemnización para comprender la posibilidad financiera del deudor. 

Es imprescindible conocer cuáles fueron los hechos para que los 

imputados vayan a juicio y lleguen a sentencia del colegiado. En ese 

sentido se quiere saber cómo empieza todo por lo mismo que la 

narrativa debe ayudar a comprender el factico, para luego observar las 

pruebas. 

Los facticos para el análisis 

Un segundo delito en importancia en el país es la violación sexual. Muy 

alarmantemente, se observó que el 4,5% de los presos están bajo la 

categoría básica de violación (173º, CP), que se suman al número de 

casos de violación menor en un 11,7% (173º, CP). 

A nivel nacional, el número de violaciones contra menor de edad en los 

CC.PP. son de 10530 reclusos, de las cuales 3143 han sido imputadas y 

7387 condenadas. En agosto 4101 personas fueron condenadas por 
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violación en Perú, de las cuales 1325 se encuentran en prisión 

preventiva y 2776 tienen sentencia firme. 

 Y por otro lado el delito de Violación sexual de persona en estado de 

inconsciencia o en la imposibilidad de resistir son 744 reos de los cuales 

267 con prisión preventiva y 477 con sentencia firme. 

Para el caso de la región Moquegua se debe señalar que los reos en 

cárcel suman al mes de agosto del 2022 los 278. Y que deviene de los 

194  que había en el año 2012. Con altibajos desde el año 2013, al 

2016 o del año 2019 al año 2020 con 219 reos en cárcel. 
 

    Figura 1 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Para el delito de violación sexual se debe señalar que en el CCPP de 

Samegua de la región en comento, ha ido en ascenso desde el año 2017 

cuando solo había 20 reos en cárcel por este delito par luego observar 

que en el año 2022 (agosto) hay 43. 

 

Figura 2 
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Por otra parte, en lo estricto del delito de violación sexual hay 15 reos 

en cárcel, cuando en el año 2012 habían 5.    

 

    Figura 3

 

 

Y en el en el delito de VS en estado de inconsciencia se puede observar 

que en el año 2014 se registraba un reo en cárcel. Mientras que, en los 

años 2020, y 2022 hay tres reos en cárcel. 

    Figura 4 
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Luego de generar una mirada a todo el proceso de reos en cárcel es 

bueno plantearnos preguntas que ameriten relacionar la prueba con el 

delito. En ese proceso se está. 

 

1.2 Definición del Problema. 

1.2.1 Problema general 

¿Cómo se conectan la afectación a la libertad sexual con la 

determinación de pena por el agravio de índole sexual, en la 

legislación penal del Perú en la jurisdicción de Moquegua 2023? 

 

1.2.2 Problemas específicos 

¿De qué manera se corresponden la Autonomía Personal con la 

determinación de pena por el agravio de índole sexual, en la 

legislación penal del Perú en la jurisdicción de Moquegua 2023? 

    

¿De qué forma se conectan la protección de Grupos Vulnerables 

con la determinación de pena por el agravio de índole sexual, en 

la legislación penal del Perú en la jurisdicción de Moquegua 

2023? 

   

¿Cuál es la conexión entre reparación y Sanción con la 

determinación de pena por el agravio de índole sexual, en la 

legislación penal del Perú en la jurisdicción de Moquegua 2023? 
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1.3  Justificación e importancia de la Investigación. 

 

Teórica 

En la Teoría de la Retribución, el delincuente debe ser castigado en 

proporción al mal causado. Investigar la relación entre la afectación de 

los bienes jurídicos y la pena impuesta permitiría determinar si existe 

una correspondencia proporcional entre la gravedad del daño causado 

y la severidad de la sanción. 

Dada la naturaleza de poder y dominación en delitos como la violación, 

es crucial investigar si las penas reflejan adecuadamente la gravedad de 

la afectación de los bienes jurídicos en cuestión. Esta investigación 

podría arrojar luz sobre posibles deficiencias o sesgos en la 

determinación de las penas. 

Las Teorías Proporcionales argumentan que la pena debe ser 

proporcional al delito. Establecer una correspondencia directa entre la 

afectación de los bienes jurídicos y la determinación de la pena podría 

confirmar que el sistema penal está operando bajo un principio de 

proporcionalidad. 

La perspectiva es que las Teorías de Justicia Restaurativa que se centran 

más en la reparación y la reintegración, la investigación propuesta 

podría ofrecer insights sobre cómo las penas actuales contribuyen (o 

no) al proceso de restauración y reconciliación entre víctima y 

victimario. Por lo que, en conjunto, justificar esta investigación desde 

una perspectiva teórica se basa en el interés de comprender mejor cómo 

los sistemas penales valoran y responden a la violación de bienes 

jurídicos fundamentales y si las respuestas actuales son proporcionales, 

justas y efectivas. 

 

Metodológica 

Se fundamenta en la necesidad de emplear métodos empíricos y 

analíticos para comprender mejor la relación entre dos variables 
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cruciales en el ámbito penal. A continuación, se presentan varias 

justificaciones metodológicas: 

 

Una de las razones fundamentales para llevar a cabo la pesquisa es la 

falta de datos empíricos que corroboren o refuten la relación directa 

entre la afectación de los bienes jurídicos y la determinación de la pena. 

Una pesquisa metodológica brinda la oportunidad de recopilar y 

analizar estos datos de manera sistemática. 

A través de la metodología, se puede establecer si la determinación de 

las penas en casos de violación sexual es consistente y comparable entre 

diferentes jurisdicciones o regiones. Esta comparabilidad es esencial 

para identificar mejores prácticas o áreas de mejora. 

Desde un enfoque metodológico, la pesquisa serviría para validar o 

refutar la hipótesis de que hay una correspondencia directa entre la 

afectación de los bienes jurídicos y la determinación de la pena. Este 

proceso es esencial en la pesquisa científica y en la construcción del 

conocimiento. 

Se logra contribuir a la Literatura Existente desde un punto de vista 

metodológico, la pesquisa podría llenar un vacío en la literatura 

existente, proporcionando una evaluación empírica y rigurosa sobre un 

tema crucial en el ámbito penal. 

Se podría mejorar las Políticas y Prácticas y luego ofrecer 

recomendaciones basadas en evidencia para reformar o ajustar las 

políticas y prácticas en la determinación de penas, garantizando que 

sean justas y proporcionales. 

 

Una metodología bien diseñada garantiza que la pesquisa pueda ser 

replicada en otros contextos o jurisdicciones, lo que es esencial para la 

generalización y verificación de los hallazgos. Además, un estudio 

metodológicamente riguroso puede resistir el escrutinio de la 

comunidad académica y jurídica. 
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Al investigar metodológicamente la relación entre la afectación de los 

bienes jurídicos y la determinación de la pena, se pueden identificar y 

clarificar los criterios utilizados por el sistema judicial en su proceso 

decisorio. 

desde una perspectiva metodológica, llevar a cabo esta pesquisa es 

crucial para aportar claridad, rigor y comprensión a un aspecto vital del 

sistema penal. Una metodología robusta y bien diseñada garantizará que 

los hallazgos sean confiables, válidos y útiles para la comunidad 

jurídica y académica. 

 

Practica 

Informar la Toma de Decisiones Judiciales permite la comprensión de 

cómo los bienes jurídicos afectados influyen en la determinación de la 

pena puede ser una herramienta valiosa para jueces y magistrados. 

Proporcionar esta información puede llevar a decisiones judiciales más 

informadas y consistentes en casos de violación sexual. 

Los hallazgos de la pesquisa pueden ser incorporados en programas de 

formación para abogados, fiscales, defensores y jueces. Al entender la 

relación entre la afectación de los bienes jurídicos y la determinación 

de la pena, los profesionales del derecho pueden mejorar sus estrategias 

de argumentación y defensa. 

Si la pesquisa identifica inconsistencias o áreas de mejora en la forma 

en que se determinan las penas en casos de violación sexual, puede 

informar y orientar reformas legales o ajustes en las políticas públicas 

relacionadas con el delito. 

 

a pesquisa puede ofrecer una mayor claridad sobre cómo se valora y se 

considera la afectación de los bienes jurídicos en el proceso judicial, lo 

cual es valioso para organizaciones y grupos que defienden los derechos 

de las víctimas. 

La pesquisa puede ser utilizada para educar al público general sobre 

cómo el sistema legal valora y protege la libertad sexual y la 
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indemnidad sexual, potencialmente promoviendo una mayor 

conciencia y comprensión sobre la importancia de estos bienes 

jurídicos. 

 

A partir de los hallazgos de la pesquisa, se pueden desarrollar 

herramientas, guías o protocolos que ayuden a los profesionales del 

derecho a abordar estos casos con un enfoque más estructurado y 

basado en evidencia. 

 

Al asegurar que la determinación de la pena se corresponda de manera 

justa con la afectación de los bienes jurídicos, la pesquisa contribuye a 

un sistema judicial más justo y equitativo, donde las penas reflejen 

adecuadamente la gravedad del daño causado a las víctimas. 

Desde una perspectiva de aplicación práctica, llevar a cabo esta 

pesquisa no solo beneficia al ámbito académico y legal, sino que tiene 

el potencial de influir positivamente en la sociedad en general, 

promoviendo la justicia, la equidad y la protección adecuada de los 

bienes jurídicos esenciales. 

 

1.4    Objetivo de la investigación  

 1.4.1 Objetivo general 

 Verificar que se corresponden de manera directa la afectación a 

la libertad sexual con la determinación de pena por el agravio de 

índole sexual, en la legislación penal del Perú en la jurisdicción 

de Moquegua 2023. 

 1.3.2 Objetivos específicos 

Contrastar que se corresponden de manera directa Autonomía 

Personal con la determinación de pena por el agravio de índole 

sexual, en la legislación penal del Perú en la jurisdicción de 

Moquegua 2023. 
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Demostrar que se corresponden de manera directa protección de 

Grupos Vulnerables con la determinación de pena por el agravio 

de índole sexual, en la legislación penal del Perú en la jurisdicción 

de Moquegua 2023. 

   

Probar que se corresponden de manera directa reparación y 

Sanción con la determinación de pena por el agravio de índole 

sexual, en la legislación penal del Perú en la jurisdicción de 

Moquegua 2023. 

 

1.5  Variables y operacionalización 

1.5.1 Identificación de las variables 

Las variables son las vinculadas al delito de violación sexual 

tipificado por el artículo del CP. Y vinculados a los artículos 28 

del CP, el artículo 92 del CP y los artículos   160 al 201 para los 

medios de prueba. 

1.5.2 Caracterización de las variables  

V1: Medios probatorios  

V2: pena 

1.5.3 Operacionalización de variables.  

Tabla 1 

Variable  Def conceptual Def Operacional Dimensiones Indicadores Ite

ms 

escal

a 

Bienes 

jurídicos 

(libertad 

sexual e 

indemnidad 

sexual)" 

 

cualquier acto que 

infrinja, limite o 

coarte la 

autonomía sexual 

de una persona. 

Conductas no 

consentidas que 

atentan contra la 

libertad individual 

de decidir sobre la 

propia vida sexual, 

incluyendo 

Libertad Sexual: 

Se refiere al derecho 

fundamental de cada 

individuo de decidir con 

autonomía y sin 

coacciones sobre su vida 

sexual. Para los 

propósitos de esta 

investigación, cualquier 

acción que viole esta 

autonomía, mediante 

coacción, manipulación, 

amenaza o cualquier otro 

Autonomía 

Personal 

: Capacidad de ejercer la 

decisión libre y voluntaria 

sobre la participación en 

actos sexuales. 

 

1,2  

 

 

 

 

 

 

Ordi

nal 

: Ausencia de coacción, 

violencia o intimidación 

en la toma de decisiones 

sexuales. 

Dimensión: Protección de 

Grupos Vulnerables 

3 

Grado de protección legal 

hacia individuos con 

4,5 
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acciones como el 

acoso sexual, la 

agresión sexual, el 

abuso sexual, la 

violación, y otras 

formas de 

violencia sexual 

medio que prive a la 

persona de su libre 

elección, será 

considerada una 

violación de la libertad 

sexual. 

 

Indemnidad Sexual: 

Hace alusión a la 

protección especial 

otorgada, en especial, a 

aquellos individuos que, 

por su edad o condición, 

no poseen la capacidad o 

madurez para ejercer 

plenamente su libertad 

sexual.  

Protección de 

Grupos 

Vulnerables 

capacidad reducida para 

consentir (menores de 

edad, personas con 

discapacidad). 

Tipificación y sanción de 

delitos que afecten a 

individuos de grupos 

protegidos, 

independientemente de la 

presencia de coacción o 

violencia. 

6 

Reparación y 

Sanción 

Gravedad de las penas 

asociadas a la lesión de la 

libertad e indemnidad 

sexual 

7,8 

Medidas de reparación y 

protección a las víctimas 

de delitos contra la 

libertad e indemnidad 

sexual. 

9 

Determinació

n de Pena 

Este proceso es 

fundamental en el 

sistema de justicia 

penal y se basa en 

una serie de 

criterios 

establecidos por la 

ley, que pueden 

incluir la gravedad 

del delito, las 

circunstancias en 

las que se cometió, 

la intención y 

conducta del 

delincuente, así 

como cualquier 

agravante o 

atenuante que 

pueda aplicarse. 

Es el procedimiento 

sistemático y 

fundamentado por el cual 

un órgano judicial 

establece la magnitud, 

tipo y condiciones de la 

sanción a ser impuesta a 

un individuo que ha sido 

declarado culpable de un 

delito. Para los 

propósitos de esta 

investigación, la 

"Determinación de Pena" 

será evaluada a través de 

la revisión de registros 

judiciales, considerando 

factores como la 

gravedad del delito, 

antecedentes del 

infractor, circunstancias 

atenuantes o agravantes, 

y las disposiciones 

legales pertinentes al 

caso. 

Contexto 

socio-cultural 

del agente 

Carencias sociales, abuso 

de cargo o posición en la 

sociedad 

10,1

1 

Cultura y costumbres 12 

Intereses y 

derechos de la 

víctima 

Intereses de la víctima, 

familia y dependientes 

13 

Situación de 

vulnerabilidad de la 

víctima 

14,1

5 

Circunstancia

s del delito 

Presencia de 

circunstancias atenuantes 

16 

Presencia de 

circunstancias agravantes 

17,1

8 
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1.6  Hipótesis de la investigación  

 

1.6.1 Hipótesis general 

Se corresponden de manera directa la afectación a la libertad 

sexual con la determinación de pena por el agravio de índole 

sexual, en la legislación penal del Perú en la jurisdicción de 

Moquegua 2023. 

 

1.6.2 Hipótesis específicas 

Se corresponden de manera directa la afectación a la libertad 

sexual con la determinación de pena por el agravio de índole 

sexual, en la legislación penal del Perú en la jurisdicción de 

Moquegua 2023. 

 

Se corresponden de manera directa Autonomía Personal con la 

determinación de pena por el agravio de índole sexual, en la 

legislación penal del Perú en la jurisdicción de Moquegua 2023. 

    

Se corresponden de manera directa protección de Grupos 

Vulnerables con la determinación de pena por el agravio de índole 

sexual, en la legislación penal del Perú en la jurisdicción de 

Moquegua 2023. 

   

Se corresponden de manera directa reparación y Sanción con la 

determinación de pena por el agravio de índole sexual, en la 

legislación penal del Perú en la jurisdicción de Moquegua 2023. 
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CAPÍTULO II:  

MARCO TEÓRICO 

 

 2.1.  Antecedentes de investigación 

2.1.1. Antecedentes internacionales. 

En la Tesis “Análisis del sistema probatorio en el proceso civil 

ecuatoriano y la aplicación de las pruebas de oficio”, de la autora  

Ana María Valarezo Loayza elaborado en  Guayaquil, en fecha 

09 de marzo del año 2015,(Valarezo Loayza, 2015) se propone el 

objetivo de: 

1. Decretar la forma en donde la no adaptación de pruebas de 

oficio realizadas en procesos civiles quebranta que el proceso 

se realice de manera correcta. 

2. proponer los beneficios de realizar los magistrados pruebas 

de oficio en lo civil, de modo que éstas, se den acorde a lo 

destinado por las leyes, ya que integran un medio para 

solucionar la moralidad imparcial y efectividad a todo el 

agregado social. 

Al respecto, la tesis que presenta la autora, es de modalidad 

cuantitativa, y de categoría no interactiva, así mismo con enfoque 

cualitativo. Esta tesis presenta el diseño de análisis de conceptos, 

además que se preguntó a los magistrados sobre la aplicación de 
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las pruebas de oficio por ello se utiliza la encuesta como técnica 

de recolección de datos.  

Ahora bien, desde la perspectiva Jurídica, se puede desprender 

que se caracteriza por dos maneras: 

• Axiológico: debido a que hace referencia a la valoración de 

pruebas, para poder alcanzar certeza jurídica en la emisión de 

sentencias. 

• Fáctico: porque se dirige a los hechos. 

Indica que la tesis planteada, se refirió a la investigación jurídico 

propositiva y comparativa. En la misma se determinó que las 

pruebas de oficio en materia probatoria tienen poco uso. 

 

En la conclusión se señala que el juez debe regirse por las 

normas, a consecuencia de la disposición legal que acredita su 

actuar, además el principio de legalidad lo insta de accionar 

acorde a derecho. 

Asimismo, manifiesta que los jueces en la praxis probatoria, en 

necesario que actúen completamente con probidad y ética, 

conforme lo establece la constitución y ellos necesariamente 

actúan con los principios y valores que la carta magna establece, 

únicamente de esta manera la decisión que tomen tendrá 

legitimidad. Considera necesario incrementar la cultura Jurídica 

de quienes imparten justicia, capacitando y motivándolos en la 

materia probatoria. 

Concluye también que los medios probatorios de oficio son en 

realidad un auxilio para quien imparte justicia, de manera que 

tenga conocimiento de los hechos, basados siempre en los 

principios de igualdad, bilateralidad y congruencia. Emitiendo 

una sentencia que no viole bajo ninguna circunstancia los 

derechos de las partes, entendiendo que la prueba es de vitalidad 

para las partes procesales y para quien administra justicia.  
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Los jueces eficientes son necesarios para la sociedad, quienes 

deben ejercer con totalidad los derechos. 

 

Entre los resultados se puede resaltar que quienes imparten 

justicia no están completamente de acuerdo con el uso de criterios 

para sentenciar de manera correcta, no les quita el hecho de 

imparcialidad cuando se dicta justicia, por el contrario, les 

encamina para realizar un proceso correcto, que respeta la tutela 

judicial efectiva, el cual es un principio y garantía constitucional, 

el mismo que necesariamente tiene que ser cumplido por la 

autoridad judicial. 

 

Al revisar el sistema probatorio procesal civil ecuatoriano, se 

analizó cual era el problema, de tal manera que quienes imparten 

justicia, emitan justicia de modo más dinámico y correcto, sin 

errores en las sentencias emitidas. 

En la disciplina ecuatoriana, señala la autora, se debe mejorar la 

figura probatoria de oficio, para así poder alcanzar a países que 

proponen la utilidad de ventajas probatorias, para que así los 

sujetos procesales tengan mayor confianza en quienes imparten 

justicia.  

 

Para la tesista, la hipótesis planteada ha sido confirmada, por 

cuanto la actividad oficiosa es pasible de ser mejorada e 

impulsada en su aplicación, logrando corroborarse la necesidad 

que existe del impulso oficioso en cuando a la prueba, ya que de 

oficio se pueden ordenar pruebas de sucesos alegados por las 

partes. La tesista hace hincapié en esta actividad oficiosa, lo que 

es una alternativa que quienes administran justicia, necesitan 

conocer por las inmensas ventajas que esta genera. 

Al comprobar los indicadores y sus variables, en cuanto que no 

se aplique la prueba de oficio, eso incide en el debido proceso. 
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Hay tendencia en los administradores de Justicia en lo civil, 

quienes manifiestan que este instrumento probatorio no debe ser 

usado, ya que no ven necesaria su utilización y tampoco la 

aplican. 

Parte de las personas encuestadas indicó que no se pueden 

subsanar errores de abogados con las pruebas de oficio, puesto 

que muchas veces en los procesos una de las partes no realiza la 

presentación de escritos de prueba al término de ley, y los 

abogados, piden mediante escrito que se ordene prueba de oficio, 

lo cual no viene a ser posible, ya que estas pruebas son 

supletorias. 

Otros administradores de justicia, manifestaron que la actividad 

oficiosa no les disminuye imparcialidad en cuanto hayan 

realizado una adecuada motivación de la providencia. 

Así mismo una parte de juzgadores, indicó que las pruebas de 

oficio incrementan la verdad procesal, el cual es un principio y 

brindan mayores medios de análisis para sentenciar. 

Con particularidad uno de los juzgadores encuestados, donde el 

tesista cree que fue quien acertó con mayor amplitud, e indicó que 

actualmente los principios y garantías constitucionales, 

convirtieron en más flexible al proceso, y para precautelar los ya 

mencionados, el juzgador dentro del marco de sus 

responsabilidades puede ordenar pruebas de oficio, por lo tanto, 

la imparcialidad a la que se refiere en la interrogante uno, no se 

ve quebrantada por actividad oficiosa. 

Se pone ahínco en que los juzgadores en su mayor parte 

manifestaron, alejados del tema, que aproximadamente solo 

ordenó dos pruebas en el año. 

Por el criterio consecuente en el juicio de expertos en la materia, 

los juzgadores deben llevar a cabo con mayor dinamismo la 

facultad, ya que es generalizada la práctica, de no sustentar su 

postura con esta herramienta procesal; y, en cuanto sea necesario 



 

34 
 

realizar su ejecución. Esta protegería en cierta medida el derecho 

fundamental del debido proceso, lo cual posibilitará continuar en 

la obtención de un sistema más eficiente de justicia. 

 

1. Antecedente internacional. 

Para el tesista Alcaide Gonzáles, en su tesis doctoral “La 

exclusionary rule de EE.UU. y la prueba ilícita penal de 

España” Perfiles Jurisprudenciales Comparativos, (Alcaide 

González, 2012) plantea: 

Objetivo: Indica que la investigación Jurídica en la tesis que 

plantea, esta encarrilada al estudio y comparación de la 

institución procesal de la prueba inconstitucional en el ámbito 

de España con su homóloga de EE.UU. la cual lleva el nombre 

de EXCLUSIONARY RULE que traducido se entiende como 

regla de exclusión. Misma regla que resulta atractiva para el 

tesista, ya que necesita remontarse a orígenes decimonónicos 

en los Estados Unidos, esto comparado con lo ocurrido en 

España, 100 años posteriores, la cual se inspiró en 

Jurisprudencia americana. 

El tesista menciona también que la regla de exclusión 

americana, así como la Prueba Ilícita Española, mismo que son 

derecho positivo pese a que son ajenas al Poder legislativo. 

Pues parte de los objetivos que se planeta trata de demostrar 

que pese a ser tan desiguales los sistemas Jurídicos y Judiciales 

de España y EEUU, en sus inicios, la exclusionary rule y sus 

limitantes han tenido injerencia en su doctrina y de aplicación 

en tribunales de España. 

Metodología: El estudio se realiza la injerencia y antigüedad 

que tiene la Exclusionary Rule en EE.UU. este mismo que 

produjo la distinción entre verdad jurídica y verdad material. 

Entonces es la metodología que toma la tesis, la cual permitió 
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avanzar y es como sigue: se decidió realizar un análisis 

anticipado básico reservado para entender el sistema 

anglosajon de EE.UU. y sobre todo basado en Sentencias 

Judiciales. Pero, para conocer ello, primero era necesario 

conocer como era el Sistema Procesal Penal de EE.UU. así 

como la organización de los tribunales norteamericanos 

(específicamente en su Jurisprudencia histórica y actual). Se 

seleccionaron las Sentencias CASE LAW fueron esenciales 

para la elaboración del presente. 

A raíz de la investigación, y con entrevistas a autores, eruditos 

y expertos se concluyó que no se les brinda la relevancia 

científica.  

Así mismo en la presente se detallan diferencias que se 

hallaron entre las dos culturas Jurídicas. Así también se analizó 

la injerencia y la manera en que los tribunales españoles 

incidieron en la doctrina norteamericana de la regla de 

exclusión. 

El tesista llega a diferentes conclusiones, una de ellas sobre la 

EXCLUSIONARY RULE: todos conocemos que esta doctrina 

brinda la nulidad de las pruebas que se extraen de distintas 

fuentes logradas de manera inconstitucional, ocasionando una 

cadena de sucesos en su validez de valoración por el juez. Así, 

la doctrina Constitucional de España tiene inspiración en el 

Tribunal Supremos Federal de EE.UU. 

Otra conclusión es sobre raíces y fundamentos 

constitucionales, EE.UU, esta misma fue la discordia entre 

debates sobre la Exclusionary Rule. Detalla también sobre La 

influencia de la jurisprudencia americana en España, la misma 

que trata sobre las pruebas de exclusión procedente de las 

ilícitamente obtenidas debe residir en la tutela de derechos 

fundamentales, mientras que en EEUU en menor rango de 

necesidad o convivencia del efecto disuasorio. 
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Sobre la ineficacia de la prueba refleja, excepciones, EEUU. 

Indica que esta inicia en el Derecho norteamericano en cuanto 

se certifica la concurrencia de la autonomía de la fuente de la 

prueba, el descubrimiento inevitable del hecho, y la teoría del 

nexo causal atenuado, y así, como la buena fe. 

Así mismo se evidenciaron notables similitudes Doctrinales 

entre ambos sistemas, teniendo presente que en la época actual 

hay un paralelismo con la doctrina de EEUU con su 

exclusionary rule y con la Doctrina Española con la prueba 

ilícita. 

Se puede afirmar que si existen resultados probatorios 

ilegalmente obtenidos. Una prueba independiente, la prueba 

legal, la misma que ayuda a poder evaluar los sucesos, la que 

si termina siendo de oficio resulta idóneo para enervar o 

decaer, en la presunción de inocencia. 

Concluye que no se ensucia todo el proceso, la nulidad radical 

de la sentencia no se produce. Solo se ensucia la prueba ilegal, 

todo lo demás es propicio en el juicio valorativo. Según la 

visión de los jueces, los mismos antecedentes puedes resultar 

como pruebas independientes, aunque para otros no. 

En concreto, menciona el tesista que cuando hay pruebas 

independientes de las consecuencias probatorias obtenidas 

ilegítimamente, la prueba es legal. Para la doctrina si la prueba 

presentada logra valuar hechos y es de cargo, resulta apto para 

derruir la presunción de inocencia. Se ligó la prueba 

independiente del TC, así como del TS, que con excepción de 

unas líneas que son minoritarias, a su vez la excepción y 

limitación de la prueba refleja que se integran ambos. 

En la sentencia norteamericana, se calibraron 3 límites a la 

evitabilidad:  

- la ausencia de efecto disuasorio  

- la mala fe 
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- el lapso de tiempo transcurrido entre la ilicitud y el 

descubrimiento,  

Entonces se entiende que el TC debe incidir tratando con 

objetividad parámetros que brinden a las personas de la 

sociedad y poderes públicos las garantías y mejor 

seguridad jurídica. 

2. Antecedente internacional. 

En la tesis doctoral “el derecho constitucional a la prueba y su 

configuración en el código general del proceso colombiano”, 

desarrollada en Colombia, el autor (Ruiz Jaramillo, 2017) 

sustenta: 

Objetivo: plantea que es necesario estudiar los valores 

constitucionales, el derecho de la convención internacional y 

las argumentaciones logras en la historia del 

constitucionalismo, para observar si se puede comunicar la 

prueba como derecho humano. Así también determinar 

vínculos que existen entre otras garantías constitucionales y el 

derecho a la Prueba, como sus expectativas positivas o 

negativas. Así mismo estudiar minuciosamente el 

aseguramiento de la prueba, principalmente las pruebas 

extraprocesales. 

Se estudiará las diferentes reglas de facilidad probatoria 

elaborada por el legislador, y otras diferentes que tiene 

injerencia en el valor probatorio. Y en especial la influencia 

que implica en la configuración del sistema valorativo en el 

CGP. 

 Metodología: se realizó una pesquisa de carácter documental-

bibliográfica, la cual está en la dogmática jurídica. Esta tesis 

trata de incrementar la visión de análisis de los medios 

probatorio como caución constitucional de toda persona. 
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El tesista indica que el análisis planteado implica acometer un 

estudio de los tres niveles del Estado constitucional. Este 

derecho a la prueba necesita hacer un tipo de estudio el cual 

inicia de la configuración hecha por el legislador esto en base 

a la garantía del juzgador. 

Conclusión: la presente tesis encierra el análisis de la garantía 

al derecho a la prueba, como categoría genérica para las otras 

garantías del derecho probatorio. El decir derecho, a los 

medios de prueba tiene amplia semántica para entender 

diferentes garantías y categorías en el derecho contemporáneo. 

El tesista resalta que en la coyuntura la categoría testigo es la 

que identifica de mejor manera el significado de prueba 

judicial, el derecho que se tiene al testigo es igual al derecho a 

los medios de prueba. 

La eficacia de probar está ligada con las condiciones bajo las 

que se da o no credibilidad al testigo, este que es dejado a la 

apreciación propia y racional del juzgador. Este derecho que 

se tiene a la prueba, es considerado un derecho humano que 

tiene toda persona, y como pasa con los demás derechos 

humanos, el de la prueba carece de basta indeterminación 

semántica. 

El tesista hace hincapié en que la prueba necesita ser entendida 

como correspondencia jurídica antes de carga procesal. Sobre 

las pruebas periciales, el CGP obliga a todos en su realización 

hasta cuando lo ordene el juzgador. 

3. Antecedente internacional. 

En cuanto delitos haya, (Martínez Gonzáles et al., 2012) la 

prueba es importante para determinar si el hecho ocurrió o no, 

y por supuesto que es la base de las resoluciones de jueces para 

probar  si un imputado es penalmente sentenciado. En el caso 

de los delitos contra la indemnidad sexual, como las 
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violaciones, que se especifican por un hecho que ocurre en el 

ámbito clandestino, las declaraciones de la víctima tienen 

mayor peso que otras pruebas (prueba indiciaria), por lo que el 

propósito de este trabajo es conocer los criterios de evaluación 

de la prueba. De hecho, el juez aplica su decisión al otorgar 

valor a esta prueba. Esta investigación tiene un enfoque 

cualitativo, la información se obtuvo a través de una pesquisa 

de caso y reportes a diversos especialistas en derecho quienes 

de acuerdo a su experiencia dieron sus propios criterios que 

ayudaron a elaborar la propuesta. 

Que los litigantes pueden confirmar o falsear la teoría del caso 

de un oponente, el documento, el testimonio y la pericia son 

admitidos como prueba bajo la ley actual. Según la valoración 

de la prueba, tanto la doctrina como la norma en delitos 

sexuales como la violación enfatizan el testimonio de la 

víctima sobre otras pruebas, pero debe ser compatible o 

relacionado con otras pruebas que contribuyeron a la violación 

y que serán aportados en la investigación preparatoria. 

4. Antecedente nacional  

La tesis se realizó sobre el tema “Peritaje y el delito de 

violación sexual en el juzgado de instrucción de Huancayo, 

2019”. La violencia sexual es un tema de salud pública y de 

derechos fundamentales, es un problema 

inconmensurable(Flores Chamorro, 2019).  

El propósito de la investigación es: conocer la concordancia de 

la prueba pericial con el delito de violación sexual de menores 

en el juzgado de instrucción de Huancayo en el año 2019 

En metodología se utilizó el método de la ciencia, y como 

métodos especiales se utilizó la analítica, la exégesis y la 

hermenéutica. El tipo es de diseño teórico, correlacional y no 

experiencial. Las conclusiones fueron por el lado que la 
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evidencia pericial de los expertos influye en las pesquisas 

sobre delitos sobre violaciones. 

La conclusión es que no existe concordancia positiva y alta 

entre prueba pericial y el delito de violación sexual de 

menores, tal es así que obtenemos el (p=0.392>0.05). una 

buena proporción de los sujetos procesales del Primer Juzgado 

de Instrucción señalan que siempre se contó con la prueba 

pericial (67,5%) y un alto porcentaje de los sujetos del Juzgado 

de Instrucción de Huancayo de 2019 señalan que la prueba 

pericial sobre violación siempre se tuvo en cuenta en los 

delitos (57,5%). 

Se recomienda realizar cursos permanentes de aclaración y 

divulgación sobre los beneficios y conocimientos que nos 

brinda la ciencia, la misma que debe aplicarse a la 

investigación de los delitos contra la libertad sexual de los 

menores. Además, se propone y justifica incluir en la política 

nacional la imputación penal por violación de menores. 

En buena cuenta si se quiere poner al servicio la ciencia penal 

para esclarecer los delitos de violación esta debe ser constante 

y real para que la ciencia logre implementar plenos regionales, 

distritales o provinciales para ayudar a estandarizar los 

criterios y mecanismos de investigación de las violaciones de 

menores, permitiendo no solo investigaciones sino también 

decisiones finales de los jueces. Armoniza el uso de la prueba 

en los procesos contra los acusados de violar la libertad sexual. 

Al final cuando los niños, niñas y jóvenes son víctimas de 

violencia sexual, sufren y no tienen un proceso cognitivo 

psicológico normal, lo que perjudica el futuro desarrollo 

sexual. Sus seres queridos también sufren, por lo que el Estado 

tiene el deber de brindar apoyo psicológico a los seres queridos 

de las agraviadas, y puedan comportarse ante la situación y 

ayudar al menor a reconciliarse con la sociedad. 
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5. Antecedente nacional. 

Para el tesista Fredy Challco Gamero (2014, Puno-Perú), en su 

tesis “LA ADMISION DE PRUEBAS DE OFICIO EN EL 

SISTEMA PENAL ACUSATORIO GARANTISTA Y LA 

VULNERACIÓN DEL PRINCIPIO DE IMPARCIALIDAD 

DEL JUZGADOR E IGUALDAD DE LAS PARTES 

ESTABLECIDAS EN LA CONSTITUCIÓN”, (Challco 

Gamero, 2014)menciona: 

Objetivo: Establecer Si la prueba de poder se utiliza en el 

sistema procesal penal acusatorio acusatorio contradictorio, se 

violan los derechos básicos del debido proceso definido en la 

Constitución Política del Estado. 

Establecer si los juzgadores violaron el sistema procesal 

acusatorio al aceptar pruebas de oficio, lo que le prohíbe 

ingresar al tribunal.  

Determinar si la obtención de pruebas basadas en la autoridad 

viola los derechos básicos de equidad, división de funciones e 

igualdad de debido proceso de las partes. 

Metodología: Para la tesis el autor hace uso del método mixto, 

es deductivo, y está dentro de la investigación causal 

explicativa porque intenta hallar las causas del problema. 

El trabajo tiene una muestra de 113 expedientes (ejecutadas 

con Código Procesal Penal 2009-2012), y 120 personas 

entendidas en la materia. En los cuales se usó la interpretación 

y análisis de Sentencias, así como también la guía de 

entrevista. Se realizó la recolección de datos, su tratamiento 

mediante SPSS, para su posterior presentación de resultados. 

Conclusión: En los 26 procesos equivalentes al 24% se llevó 

a cabo la totalidad de la etapa de juicio oral, por lo que hubo 

un debate entre las partes sobre la ejecución de sus pruebas; en 

los quince procedimientos se realizó una prueba de oficio que 
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equivalió a 13,3 Entre ellos, en trece procedimientos, el 

imputado fue declarado culpable con base en la prueba de 

oficio, mientras que en dos procedimientos el imputado 

indultó al imputado. Concluimos que este fue un alto 

porcentaje y demostró que el juez proporcionó la Esto violó el 

principio del sistema de garantía de incentivos, que inspiró la 

“Nueva Ley Procesal Penal” y la interpretación sistemática de 

la constitución política del país. 

Quienes administran justicia, vulneran el proceso cuando 

admiten pruebas de oficio, ya que este sistema prohíbe su 

admisión. 

Resultados: del análisis de datos se desprenden los siguientes 

resultados, respecto a las sentencias presentadas: 

1. El 62,5%, fueron declaradas fundadas, el 12,5% fueron 

fundadas en parte y el 25% fueron infundadas.  Las cifras 

aportadas son objetivas y muestran que la mayoría de las 

sentencias violaron el principio de justicia de los jueces, el 

principio de igualdad de partes y la división de funciones, 

que es un resultado arbitrario de la aceptación de pruebas 

naturales.  

Hay sentencias internacionales que exigen que el juez actúe 

con justicia, y estas sentencias no permiten la aceptación de 

prueba de oficio; más por el contrario en diversas ocasiones 

las sentencias carecen de una correcta administración de 

justicia.  

Finalmente se concluyó que, en el marco constitucional 

colombiano, basado en el estado de derecho en la sociedad, 

los jueces tienen prohibido sacar pruebas de su autoridad 

para fallar en contra de los valores judiciales. 

2. En cuanto a la declaración: "Documentos para la 

implementación de procesos penales en el Distrito Judicial 

de Puno de 2009 a 2012", los resultados muestran que los 
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documentos de resoluciones anticipadas son el 58,41% y 

los documentos con información incompleta el 18,58%. , 

De los cuales el 13,27% son documentos que aceptan 

certificación legal y el 9,73% son documentos que rechazan 

la certificación oficial. 

3. En el comunicado: "Presentar los documentos de 

certificación de la oficina (de aceptación y rechazo) con el 

código de procedimiento penal del Distrito Judicial de Bono 

2009-2012", se puede encontrar que la tasa de 

reconocimiento oficial de pruebas es 57.69%, y 42, 31% de 

las pruebas comerciales son rechazadas. 

4. Respecto a la siguiente afirmación: "De acuerdo al acta de 

actas de la ejecución del proceso penal en el Distrito 

Judicial de Bono de 2009 a 2012", se observa que el 86,67% 

de la prueba oficial coincide con el representante del 

Ministerio de Asuntos Públicos: la condena es condenada y 

la prueba de oficio es 13,33. % Apoya la inocencia del 

imputado.  

El expediente (modelo N ° 05) que acredita la condena del 

representante del Ministerio de Asuntos Públicos es:  

Los 13 documentos citados y descritos son muestras de la 

capacidad arbitraria del juez para aceptar pruebas de oficio 

durante el juicio oral. Los delitos más relevantes fueron omisión 

de asistencia familiar (23,1%) y agresión sexual menor (15,4%) 

1. En estos procesos, Como la prueba se obtuvo en la etapa de 

juicio de oficio, el imputado fue condenado a una pena 

irreparable. Por otro lado, el tipo de prueba más típico es la 

prueba documental utilizada para condenar al acusado. 

2. La Ley Procesal Penal Peruana no es cuestionable, pero en 

materia de recolección de prueba de oficio, hay un elemento 

paradójico: el juez reconoce la recolección de prueba de 
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oficio y señala el monopolio de la proposición de prueba de 

hecho. Los casos con nueva evidencia finalmente obedecen 

al poder del juez. En los ejemplos citados, representa el 

86,67% de los documentos de ejecución. La prueba 

reconocida es propicia para la condena del imputado por 

RMP; según el sentido común basado en el principio de 

protección de los derechos fundamentales en el debido 

proceso, las controversias solo involucran su veracidad, 

autenticidad o integridad. . La característica del sistema 

penal acusatorio es que el juicio del juez es impotente, 

porque no solo tiene prohibido aportar pruebas, sino que 

también está obligado a tomar una decisión en función de 

lo que le proponga el interesado. 

Los expedientes con pruebas de oficio que favoreció al acusado 

para ser absuelto resultaron ser: 

1. Se observa que el 13,3% de los expedientes benefician al 

imputado para ser declarado inocente, por ser este el menor 

perjuicio en cuanto a prueba de incumbencia. La revisión 

de la iniciativa probatoria del juez penal debe realizarse de 

acuerdo con el concepto de debido proceso o proceso justo, 

y está relacionada con el derecho a la información, el 

derecho a la defensa y la imparcialidad judicial.  

En el Distrito Judicial de Puno, el 92.31% de medios probatorios 

de oficio llego a favorecer al comisionado del MP para 

sentenciar, por otro lado, el 07.69% favoreció al acusado y fue 

absuelto.  

Los juzgadores deben ser imparciales para un debido proceso, 

ya que si una sociedad desconfía de quienes administran justicia 

estará destinada a sufrir diversas tensiones. El debate que se 

realiza en el Juicio oral debe tener base y ser rico en información 

que facilitará la correcta decisión. 
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Si es necesario que un juzgador tenga en una postura imparcial, 

se debe contar con uno que solamente tenga que fallar, sin tener 

que ver con la tarea de las partes.  

Del estudio realizado con los entendidos en la materia, la 

conclusión es que el uso de prueba de oficio en el sistema 

procesal penal acusatorio viola los derechos básicos del debido 

proceso, lo que se refleja en la constitución política del país, por 

lo que cuando se acepta la prueba de oficio se vulnera el sistema 

procesal penal. 

Del análisis se concluye que la prueba tiene tres elementos: de 

0.00 a 0.39 parcialidad del juzgador, de 0,40 a 0,59 se aproxima 

a la parcialidad del juzgador, de 0,60 a 0,79 se aproxima a la 

imparcialidad del juzgador, de 0,80 a 1 imparcialidad del 

juzgador. 

Antecedente 

Sea cualquier tipo de delitos (González Rivera & Vivero Ayoví, 

2022), la prueba es importante para probar si el hecho ocurrió o 

no, se deduce entonces que esta sería la base para las 

resoluciones de los magistrados  para contrastar la 

responsabilidad penal del acusado 

En los delitos cometidos contra la probidad sexual, como las 

violaciones, que se identifican por ocurrir en clandestinidad, en 

ese sentido la prueba ofrecida por la víctima gana más peso que 

otras pruebas (prueba indiciaria), por lo que el propósito de esta 

pesquisa es precisar los puntos de vista de valoración de las 

pruebas ofrecidas por las víctimas en tanto que el juez aplica su 

decisión en el caso. 

Esta investigación tiene un enfoque cualitativo, la información 

se obtuvo a través de un estudio de caso y entrevistas a diversos 

especialistas en derecho quienes de acuerdo a su experiencia 

dieron sus propios puntos de vista que ayudaron a elaborar la 

propuesta. 
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Sin embargo, para otras pruebas, debe ser consistente o estar 

relacionado con otras pruebas que afecten el proceso. 

Del análisis del expediente se concluyó que la valoración 

conjunta de los medios probatorios no se hizo en la forma 

prevista en el segundo párrafo del art. 16 de la Ley Procesal 

Orgánica General de Procedimientos, pues el tribunal resolvió 

su primera sentencia con base en la opinión del perito que hizo 

una valoración médico-legal, excluyendo el testimonio de las 

víctimas, la corte de apelaciones concluye en su decisión que la 

opinión del perito es tratada como un rumor y no podría tener 

ninguna importancia para determinar la responsabilidad de los 

acusados en el análisis del expediente en comento. 

 

Con base en los resultados logrados de las entrevistas, fue 

posible elaborar una propuesta encaminada a mejorar el 

procedimiento para obtener las declaraciones anticipadas de las 

víctimas menores de edad. Finalmente, se destaca que delitos 

como la violación requieren prueba indiciaria que no excluya el 

testimonio de la agraviada, pues la propia Corte Constitucional 

dijo que esta prueba es importante por la magnitud del delito. 

 

Local. 

1. Este trabajo de (Barrientos Bustos & Daza Puerta, 2022) El 

propósito central fue enfatizar la relevancia de la entrevista 

única, conocida como cámara Gesell, a la que se somete al 

menor agraviado. Esta entrevista es crucial y se complementa 

con el informe médico legal y la evaluación psicológica. Ambas 

evaluaciones se realizan no solo a la víctima sino también al 

presunto agresor. 
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Los delitos de índole sexual, especialmente en el contexto 

peruano, son condenados y rechazados por la sociedad en su 

totalidad. La gravedad radica en que, con frecuencia, las 

víctimas sufren coacción física por parte de sus agresores, sin 

que estos consideren el daño emocional y psicológico que 

infligen no solo a la víctima sino también a su familia y 

comunidad. Dicho trauma suele requerir intervenciones a largo 

plazo para su superación. 

Lamentablemente, hay víctimas que, por diversas razones como 

el miedo, la vergüenza o la desconfianza en el sistema judicial, 

optan por no denunciar. Este silencio es aún más pronunciado 

cuando el agresor es alguien cercano o miembro de la familia, y 

la situación se agrava cuando el agraviado es un menor. Los 

niños, debido a su juventud e inocencia, se encuentran en una 

posición de vulnerabilidad, siendo propensos a ser engañados y 

manipulados. 

La prevención es fundamental. Las estrategias socioeducativas, 

como la sensibilización en escuelas para que los estudiantes 

denuncien estos actos, pueden facilitar la intervención del 

Ministerio Público y demás entidades judiciales. Sin embargo, 

el desafío reside en que, a menudo, estas denuncias surgen 

mucho tiempo después del incidente. 

La dificultad aumenta cuando las autoridades encargadas de 

hacer justicia no manejan correctamente la evidencia 

presentada. Como resultado, algunos agresores pueden ser 

absueltos parcial o totalmente, debido a las dificultades en 

establecer su culpabilidad. Esta situación deja a las víctimas y a 

la sociedad sintiéndose traicionadas, especialmente cuando no 

se observan sanciones apropiadas y ejemplares para los 

delincuentes. 

La creciente tasa de estos delitos y la percepción de impunidad 

son preocupantes en Perú. Por ello, es imperativo revisar y 
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mejorar los criterios de valoración de las pruebas en casos de 

violación sexual a menores. La exactitud y rigor en la 

interpretación de los informes médicos y psicológicos son 

vitales. Si no se establece una adecuada atención psicológica a 

las víctimas, la problemática persistirá tanto a nivel social como 

jurídico. 

Es fundamental ofrecer una mayor protección a las víctimas 

menores de edad. De hecho, ese es el propósito principal de esta 

investigación. Es de destacar que en este caso, la evaluación del 

presunto agresor fue omitida, siendo un aspecto crucial tanto 

para la víctima como para el proceso judicial, ya que puede 

proporcionar evidencia adicional para el veredicto final. 

2. El enfoque principal de (Arias Palomino de Carnero, 2023) en 

la evaluación de declaraciones relacionadas con delitos de 

violación de menores de 10 años, es la evaluación de la 

evidencia que se puede confirmar con confianza se realiza en los 

documentos legales que contienen sus confesiones y acciones 

ante un tribunal penal. 

Para tal efecto, se establecieron los requerimientos contenidos 

en el Acuerdo de la Asamblea Plenaria 2-2005/CJ para la 

valoración de la prueba de las infracciones contra la libertad 

sexual o compensación, asegurando la falta de incredibilidad 

subjetiva, verosimilitud, consistencia y confiabilidad de la 

prueba, declaración, verificación periférica y consistente en la 

acusación.  

Los elementales descubrimientos de la pesquisa apuntan a los 

supuestos dados en el inciso 3 del art. 394 del Código Penal 

adjetivo, que establece la obligación de motivar, en lo que se 

investiga, que cuando se concilian las circunstancias y bases de 

derecho, se hace visible esta relación. . en el vínculo que se 

forma a partir de las afirmaciones que se tienen por 
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comprobadas o improbadas y la apreciación de la prueba que la 

sostiene, que muestra el razonamiento que la sustenta, además 

de la precisión del razonamiento jurídico al razonamiento 

jurídico, la jurisprudencia o la doctrina que ayuda a la 

valoración judicial, el factico y el contexto. 

Aunque, por la naturaleza de la infracción, la única forma de 

acreditar a la víctima, además de un certificado médico legal, es 

su afirmación de que por el principio de evitar la revictimización 

sólo debe hacerlo una vez en cámara Gesell. 

Sin embargo, como se puede apreciar en la pesquisa, esta no 

sería la única ocasión en la que se producen dichas 

declaraciones, que distorsionan su uso y reducen su eficacia en 

el proceso penal, debido a que el resultado de la sanción es 

impredecible e inseguro. 

3. Esta pesquisa de (Espinoza Soto, 2023) analizó la efectividad de 

los criterios de evaluación obtenidos del análisis de pruebas de 

delitos contra la mujer para que el juez forme convencimiento 

al determinar medidas cautelares de protección en los juzgados 

de Lima - 2021-2022. 

El modelo utilizado es la teoría crítica, es un tipo básico de 

enfoque cualitativo, el diseño aplicado fue la teoría 

fundamentalista. 

Los resultados logrados probaron que los discernimientos de 

evaluación de violencia contra la mujer no son bastantes para 

que el juez otorgue medidas de protección a las mujeres que son 

víctimas de violencia, la clave estaría en el llenado del 

formulario de evaluación que debe ser llenado bajo la 

supervisión de un profesional. No se pueden tomar medidas de 

protección a la sola voz de la víctima, deben corroborarse con 

evidencias de entorno. 
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Las medidas cautelares deben ser perentorias, debe 

incrementarse la logística y los colaboradores en las unidades. 

También coinciden en que no están de acuerdo con la sanción 

efectiva prevista en el artículo 368 del Código Penal. 

La recogida del formulario de valoración en la comisaría debe 

ser el consejo de un especialista cualificado. 

4. El artículo publicado por (Podesta Rojas, 2022) señala que la 

Ley N° 30838 incluye en el Código Penal del Perú la agravante, 

que se produce por el estado de embriaguez del autor de la 

violencia sexual (artículo 170.13); Aunque, una revisión de los 

antecedentes de la ley, la doctrina y la jurisprudencia nacional, 

no existe razones para agregarla como tal. 

 

Este artículo está motivado por la necesidad de analizar la 

legislación comparada (derecho penal en América Latina) y 

recoger indicadores para abordar la agravante investigada para 

dar respuesta a la siguiente pregunta. ¿para comprender la 

agravante del artículo 170.13 del Código Penal peruano, se debe 

revisar los códigos penales de los países de América latina? 

 

El propósito de este artículo es señalar el tratamiento de otros 

países al delito de violación, mediante la lectura de sus tipos de 

delitos para comprender la circunstancia agravante mencionada 

con anterioridad. 

 

2.2 Bases teóricas 

Los bienes jurídicos "libertad sexual" e "indemnidad sexual"  

En el contexto del Derecho Penal, un "bien jurídico"(CAS 180-2020- 

La Libertad, 2020) se refiere a aquellos valores, derechos o intereses 
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que la ley busca proteger mediante la tipificación de delitos. Si una 

conducta afecta o lesiona estos valores, derechos o intereses, se 

considera que hay una infracción penal y se sanciona con una pena. 

El Código Penal Peruano, como otros códigos penales, busca proteger 

distintos bienes jurídicos, entre los cuales se encuentra el de la "libertad 

sexual" (Briceño Rojas, 2013)y la "indemnidad sexual"(Barrios 

Alvarado, 2021). 

Libertad Sexual: Se refiere a la capacidad y derecho de cada individuo 

de decidir libre y voluntariamente cuándo y cómo desea participar en 

actividades sexuales. Cuando un delito, como la violación sexual, 

coarta esta libertad mediante la coacción, la violencia o la intimidación, 

se está lesionando este bien jurídico. Es decir, el Código Penal protege 

que cada persona pueda ejercer su sexualidad sin ser forzada o 

coaccionada. 

Indemnidad Sexual (Carnevali Rodríguez & Salazar Zenteno, 2022) se 

orienta más a la protección de quienes, por sus condiciones particulares 

(como la minoría de edad), no tienen la capacidad plena para ejercer su 

libertad sexual con total conocimiento y voluntad. Cuando se habla de 

indemnidad sexual, el enfoque está en proteger a quienes no tienen aún 

la madurez o capacidad para consentir actos sexuales. Por lo tanto, 

delitos que afecten a menores de edad, independientemente de si hubo 

coacción o violencia, lesionan este bien jurídico. 

Dichas definiciones son interpretaciones generales basadas en la 

función del Derecho Penal. Para una comprensión específica y detallada 

del tratamiento de estos bienes jurídicos en el Código Penal Peruano, es 

recomendable revisar el propio texto del código y las interpretaciones 

doctrinales y jurisprudenciales al respecto. 

Son conceptos que emergen del Derecho Penal y están enfocados en 

proteger la autonomía y la integridad sexual de las personas. Estas 

nociones están respaldadas por varias teorías y marcos teóricos. Aquí 

algunas de las principales: 
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Teoría del Bien Jurídico(Gimbernat, 2016): En Derecho Penal, la teoría 

del bien jurídico sostiene que ciertos bienes, valores e intereses merecen 

protección por parte del ordenamiento jurídico debido a su relevancia 

para la sociedad. Bajo esta perspectiva, la libertad sexual y la 

indemnidad sexual son consideradas esenciales para el libre desarrollo 

de la personalidad y la dignidad humana, mereciendo así especial 

protección (Espinosa Leal, 2023). 

Principio de Autonomía (Ferro et al., 2009) este teoría, con raíces en la 

filosofía moral, defiende el derecho de los individuos a tomar 

decisiones autónomas sobre sus propios cuerpos y vidas, siempre y 

cuando estas decisiones no perjudiquen a otros. La libertad sexual se 

relaciona estrechamente con este principio, ya que se trata de proteger 

el derecho de cada individuo a decidir libremente sobre su vida sexual. 

Teorías Feministas del Derecho(Gómez Molina, 2020): Estas teorías 

han subrayado la importancia de proteger la autonomía y la integridad 

sexual, especialmente en contextos donde históricamente las mujeres y 

otros grupos vulnerables han sido objeto de violencia y coacción sexual. 

Las teorías feministas han sido fundamentales en la reconfiguración y 

ampliación del entendimiento sobre delitos sexuales y en la necesidad 

de proteger a las víctimas. 

Derechos Humanos (Torres-Guarnizo & Velandia-Pardo, 2022): Desde 

una perspectiva de derechos humanos, se reconoce el derecho de todas 

las personas a vivir libres de violencia, coacción y discriminación, 

incluidas las formas de violencia sexual. Instrumentos internacionales 

como la Declaración Universal de Derechos Humanos y la Convención 

sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la 

Mujer (CEDAW) respaldan la protección de la libertad e indemnidad 

sexual. 

Teorías de la Victimología (García López, 2010), estas teorías se 

centran en el estudio de las víctimas y en cómo prevenir la 

victimización. Desde este enfoque, se reconoce la importancia de 

proteger a las personas de delitos que atenten contra su libertad e 
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indemnidad sexual, y se subraya la necesidad de brindar apoyo 

adecuado a las víctimas de estos delitos. 

 

En conjunto, estos marcos teóricos y principios avalan la protección de 

la libertad e indemnidad sexual como bienes jurídicos de vital 

importancia en la sociedad, merecedores de la máxima protección 

penal. 

La determinación de la pena 

Se refiere al proceso sistemático y fundamentado por el cual el juez 

establece la sanción que corresponde a un individuo condenado por un 

delito, tomando en consideración tanto las circunstancias específicas 

relacionadas con el acusado como las particularidades del delito 

cometido(Legis.pe, 2023). Para lograr esto, el juez sigue una serie de 

pasos y considera varios factores que influyen en la magnitud y 

naturaleza de la pena: 

La Fundamentación de la Pena, en esta etapa implica tener en cuenta 

aspectos del contexto del agente, como sus carencias sociales, abuso de 

poder o posición, cultura y costumbres. Además, los intereses y 

derechos de la víctima, así como la situación de vulnerabilidad, son 

esenciales para fundamentar la pena. 

Individualización de la Pena es la fase donde el juez, con base en lo 

estipulado por la ley, determina la pena específica para el condenado 

considerando la gravedad y responsabilidad del hecho punible 

cometido. Esto implica dividir la pena legalmente establecida en tres 

tercios y, en función de la concurrencia de circunstancias agravantes o 

atenuantes, determinar dentro de qué tercio se encuentra la pena 

concreta. 

Circunstancias de Atenuación y Agravación: El juez considera varias 

circunstancias que pueden reducir (atenuar) o aumentar (agravar) la 

pena. Algunas de estas circunstancias son la falta de antecedentes 

penales, el actuar por móviles nobles o altruistas, o el hecho de 
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presentarse voluntariamente ante las autoridades. Por otro lado, 

circunstancias como actuar por motivos de discriminación, abusar de 

una posición de poder, o causar daños a ecosistemas, pueden agravar la 

pena. 

La determinación de la pena es, por lo tanto, un ejercicio de equilibrio 

en el que se busca sancionar adecuadamente al infractor, tomando en 

cuenta tanto sus circunstancias personales como la naturaleza y 

gravedad del delito cometido, y procurando siempre la protección y 

justicia para las víctimas. 

De acuerdo al código penal  

En los estatutos mencionados, los artículos 45 y 45-A establecen un 

conjunto de normas y pautas que guían a los jueces en la determinación 

y fundamentación de las sanciones en situaciones penales. Al sopesar 

las penalizaciones, se requiere que el magistrado evalúe múltiples 

elementos asociados tanto con el infractor como con la víctima. 

Dentro de este marco, es crucial para el juez considerar: 

Eventuales carencias socioeconómicas del acusado, así como posibles 

abusos derivados de su posición, educación o rol en la sociedad. 

El entorno cultural y tradiciones propias del acusado. 

La protección y reconocimiento de los derechos y necesidades de la 

víctima, enfatizando situaciones donde la víctima pueda encontrarse en 

un estado de especial vulnerabilidad. 

El proceso que el magistrado sigue para definir la pena implica: 

 

Establecer una escala de penalización, basada en lo que el código legal 

específica para cada tipo de delito. 

Segmentar esta escala en tres secciones equitativas y, dependiendo de 

la presencia de factores atenuantes o agravantes, decide en qué 

segmento se ubicará la penalización. 

En circunstancias donde las condiciones atenuantes o agravantes sean 

especialmente significativas, el juez tiene la facultad de ir más allá de 
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estos segmentos, ajustando la pena ya sea por debajo del primer tercio 

o por encima del último. 

Por su parte, el artículo 46 detalla las circunstancias que pueden 

disminuir (atenuantes) o incrementar (agravantes) la penalización: 

Atenuantes: Estos factores abarcan la ausencia de antecedentes 

criminales, acciones motivadas por altruismo, decisiones tomadas bajo 

emociones intensas o temores razonables, influencia de situaciones 

personales urgentes, esfuerzos por minimizar el impacto del delito tras 

su comisión, intentos de resarcir el daño infligido, la autodenuncia ante 

las autoridades y el reconocimiento de culpa, y la influencia de la edad 

del acusado en la comisión del delito. 

Agravantes: Estos elementos incluyen acciones contra propiedades 

públicas o de interés común, delitos motivados por razones menores o 

discriminatorias, el uso de medios que generen peligro, el abuso de una 

posición dominante sobre la víctima, acciones que exacerben el daño 

del delito, la implicación de una persona inimputable en el delito, la 

comisión del delito desde lugares de encierro o fuera del país, daños 

graves a la naturaleza, el uso de armamentos o explosivos, y situaciones 

donde la víctima pertenezca a grupos especialmente vulnerables, como 

niños, adultos mayores, personas con discapacidades o individuos de 

comunidades indígenas aisladas. 

 

Esta legislación tiene como objetivo principal garantizar que las 

penalizaciones sean impartidas de manera equitativa, teniendo en 

cuenta tanto las circunstancias del infractor como las de la víctima, y 

que el proceso judicial sea claro y fundamentado en sus decisiones. 

 

Principales teorías “determinación de pena por violación sexual" 

La determinación de la pena por violación sexual, como por otros 

delitos, se fundamenta en diversas teorías y marcos teóricos del 

Derecho Penal y la criminología. Estas teorías buscan establecer una 

justificación y un método para sancionar a quienes cometan conductas 
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que afecten bienes jurídicos esenciales, como la libertad e indemnidad 

sexual. Algunas de las teorías más relevantes incluyen: 

Teoría de la Retribución (Szczaranski Vargas, 2015): Según esta teoría, 

el delincuente debe ser castigado porque ha cometido un mal y merece 

un castigo proporcional a ese mal. Es una teoría basada en el principio 

de justicia: quien hace el mal debe recibir un mal a cambio. En el 

contexto de la violación sexual, la gravedad del delito justifica una pena 

severa. 

Teoría de la Prevención General(Duran Migliardi, 2016): Esta teoría 

sostiene que las penas tienen un objetivo disuasorio. Al castigar a los 

delincuentes, se envía un mensaje a la sociedad sobre las consecuencias 

de cometer un delito, desincentivando así a potenciales delincuentes. 

En casos de delitos graves como la violación, las penas buscan reforzar 

la norma social de que tales actos son inaceptables. 

 

Teoría de la Prevención Especial(García Cavero, 2009): Según esta 

perspectiva, las penas buscan evitar que el propio delincuente vuelva a 

cometer delitos en el futuro. Esto puede lograrse a través de su 

rehabilitación, incapacitación o a través del efecto intimidatorio que 

puede tener la pena sobre el delincuente en particular. Asimismo, se 

trata de prevenir que el delincuente cometa futuros delitos. Investigar la 

relación entre la afectación de los bienes y la pena puede ayudar a 

evaluar si las penas actuales son efectivas para rehabilitar o disuadir al 

delincuente individual. 

Teorías de la Reparación(Fiallos Párraga, 2022): Estas teorías sostienen 

que las penas deben buscar, en la medida de lo posible, reparar el daño 

causado a la víctima. En el contexto de la violación sexual, esto puede 

incluir tanto sanciones penales como medidas de reparación directa (por 

ejemplo, compensaciones económicas). 

Teorías Abolicionistas y Restaurativas: Aunque estas teorías cuestionan 

el sistema penal tradicional, ofrecen importantes reflexiones sobre 

cómo responder a los delitos. La justicia restaurativa, por ejemplo, se 



 

57 
 

centra en el encuentro entre víctima y victimario, buscando la 

reparación del daño y la reintegración del delincuente a la sociedad. 

Estas teorías pueden influir en la determinación de penas alternativas o 

complementarias a la prisión. 

 

Teorías Feministas del Derecho: Estas teorías han influenciado la 

percepción y el tratamiento de delitos sexuales en muchas 

jurisdicciones, subrayando la naturaleza de poder y dominación 

inherente en delitos como la violación. Han abogado por sanciones más 

severas para delitos sexuales y por una mayor atención a las necesidades 

y derechos de las víctimas. 

 

Teorías Proporcionales: Estas teorías sostienen que las penas deben ser 

proporcionales a la gravedad del delito y a la culpabilidad del 

delincuente. En el caso de la violación, esto significa considerar 

factores como la violencia empleada, la vulnerabilidad de la víctima, 

entre otros. 

Estas teorías, en conjunto, proporcionan un marco para entender cómo 

y por qué se determinan las penas en casos de violación sexual. La 

aplicación y ponderación de estas teorías pueden variar según la 

jurisdicción y el contexto cultural y social específico. 

Medios Probatorios 

Sobre este tema, en situaciones de conflicto que se presentan en la vida 

cotidiana se suele hablar de pruebas para la resolución de conflictos 

sociales, y en los procesos penales pasa lo mismo porque se dispone de 

información criminal y la idea en el proceso es buscar pruebas. En cada 

etapa del proceso, desde los allanamientos preliminares hasta las 

sentencias, los medios de prueba tienen diferentes vínculos y pueden 

identificar distintas categorías. 

Se necesitan con urgencia pruebas, verificación y validación. No son 

hechos, sino hechos o declaraciones de las partes, son objeto de la 
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prueba: convicción, culpabilidad, imposición de penas, responsabilidad 

civil. 

Principio indicativo, es información importante para el proceso de 

incorporación que puede dar lugar a posibles conceptos de imputación. 

Ejm: Una versión de la verdad. 

Medio probatorio por el cual se incorporan elementos de prueba al 

proceso. P.ej. Testimonio, testimonio, dictamen pericial. 

El sujeto de la prueba se convierte en la persona física que realiza la 

prueba. Testigos, imputados, peritos. 

Evidencia de actividades que demuestren medios, tal como se muestra 

en el art. El 157º Partido Congreso Nacional del Pueblo; es un hecho 

que se reconoce como prueba por cualquier medio de prueba (libertad 

de prueba) permitido por la ley. 

En los procesos penales no se tienen en cuenta las limitaciones 

probatorias impuestas por el derecho civil. Los jueces no pueden utilizar 

directa o indirectamente fuentes o pruebas que vulneren la sustancia de 

los derechos fundamentales. 

Momentos de actividad evidencia; de ceder: 

1) Cobranza: Durante la debida diligencia preliminar e investigación 

preliminar. Los fiscales y la policía reúnen pruebas. 

2) Propuesta: La propuesta de los medios de prueba es propuesta por 

el cuerpo principal del programa en una etapa intermedia 

3) Admisibilidad: En la etapa intermedia, el juez decide sobre la 

admisibilidad de la prueba. Limite las pruebas ilegales. 

4) Rendimiento: En el examen oral. 

5) La evaluación es un acto intelectual dirigido a establecer (probar) 

la validez de convicción de los medios de prueba, buscando la 

creencia en los hechos que son objeto del proceso en el juez 

Los principios de las actividades de toma de pruebas son: 

a) Regulan la aportación y aceptación de pruebas. 

1) Libertad de prueba: (artículo 157, inciso 1), los hechos que se 

sustancian mediante prueba pueden probarse por cualquier 
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medio de prueba que nadie puede probar por cualquier medio 

de prueba. No existe un formulario para la valoración de las 

pruebas. 

2) El principio de pertinencia: el vínculo entre hechos y pruebas 

3) Principio de aplicabilidad: presentar las pruebas a incluir. 

4) Principio de utilidad: Los elementos deben ser suficientes para 

probar los hechos. 

5) Principio de legalidad: los medios de prueba solo pueden 

incluirse si se utilizan medios legales 

6) El principio de necesidad: La necesidad de la prueba se basa 

en la presunción de inocencia. 

b) Regulan la aportación y aceptación de pruebas. 

1) Principio publicitario 

2) El principio de contradicción: función de acusación y decisión 

3) El principio de inmediatez: 

4) Principios orales. 

5) Principio de acceso: no importa quién lo proporcionó, el 

cuerpo principal del programa puede utilizar el PM que lo 

proporcionó o lo incorporó al proceso. 

 

Neyra (2015) “Todo lo que tiene valor suficiente, el valor ideal de la 

coacción, para que pueda ser utilizado como medio, elemento o 

actividad de prueba para crear certeza en el juez de que se ha llegado a 

la verdad concreta que se ha producido en el proceso”. , y eso desvirtúa 

la única vía del proceso, y desvirtúa así la presunción de inocencia” (p. 

205) 

Como es el caso, Peláez (2013) afirma que la prueba es una prueba de 

la verdad más allá del ámbito del derecho, pues está asociada a todas 

las ramas y profesiones del derecho, extendiéndose a todo el 

conocimiento científico que constituye al ser humano. , e incluso, en la 

vida cotidiana. (página 54) 
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Como se verá, los obstáculos más notorios en el examen del tema de la 

prueba judicial se derivan de las diversas definiciones de la palabra 

"prueba" en el derecho procesal. Por supuesto, se utiliza en el sentido 

de prueba, es decir, como señala Dellipiane (2003), para nombrar los 

distintos elementos de una sentencia producida por las partes u obtenida 

por el juez para constituir la existencia de un cierto grado de 

cumplimiento. logrado en el proceso éxito. Al probar se puede conocer 

la verdad, es decir, es una forma de probar una hipótesis, una forma 

segura. Este programa lógico y los usos comunes y generales se 

demuestran en las pruebas (página 55) 

 

Al respecto, Rocha Degreef (1997) citó al célebre jurista italiano 

Manzini diciendo: “La prueba penal es una actividad probatoria 

encaminada a lograr la verdad judicial de acuerdo con el estándar de 

certeza verdadera. U otra información que es de interés para la decisión 

de un juez o negar” (p. 56). 

Es ineludible afirmar que los hechos son parte integrante de las pruebas, 

por lo que es necesario incluir la palabra "verdad" como parte integrante 

del concepto de pruebas, cuya importancia está contenida en las 

pruebas, pues la verdad es la concordancia. de nuestros juicios con la 

naturaleza de las cosas sexo, y la certeza es un estado mental acerca de 

la verdad.  

 

Asimismo, los hechos constituyen naturalmente el pilar virtual de la 

prueba, y para su correcta apreciación es necesario determinar con 

precisión los hechos, lo cual define el objeto de la prueba en el artículo 

156° del Código Procesal Penal de 2004, además demuestra que son 

hechos, lo que significa la importancia de los hechos como ingredientes 

de prueba. El objeto de la inspección, entonces, es el hecho primario o 

secundario de la providencia del juez, que necesita ser verificado, es 

decir, el objeto de la prueba es, en todo caso, no sólo un hecho. 
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Bolero (2008) establece que se reconocen las siguientes categorías: 

métodos de búsqueda de pruebas, es decir, investigación de hechos, que 

permiten a las partes obtener fuentes de prueba durante la investigación 

preliminar; fuentes de prueba, obtenidas durante la investigación 

preliminar, que obligan a las partes a buscar elementos de admisión, 

Formada ante el juez por medio de la prueba por medio de la cual 

mecanismos ayudan al juez a comprender la prueba: la prueba son los 

elementos obtenidos ante el juez, las partes en audiencia oral se 

contradicen, y la sentencia (p. 287). 

Además de estas categorías, nos referimos a otros pasos procesales (por 

ejemplo, admisibilidad de la evidencia, relevancia de la evidencia, 

evaluación de la evidencia, etc.) como evidencia (aprobada). En el 

derecho procesal penal su tratamiento está descentralizado, el sistema 

de prueba está de alguna manera regulado en una sección aparte, y a 

pesar de los esfuerzos ordenados, es claro que la solución jurídica de la 

prueba es siempre trivial. 

Así se logran principios generales de pruebas de protección: 

Las manifestaciones en proceso están reguladas por la Carta Magna y 

la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

La prueba se admite a instancia del sector público y del objeto del 

procedimiento, admitida por un juez por orden razonada, y excluirá 

aquellas pruebas irrelevantes y limitará los medios de prueba cuando 

sea manifiestamente indisponible. 

La norma especifica qué indicaciones se admiten como excepciones 

como prueba de oficio. 

Las pruebas admitidas están sujetas a un nuevo examen por parte del 

juez de la causa antes de ser entregadas al Ministerio de Asuntos 

Públicos y otros actores procesales. 

Del mismo modo, Peláez (2013) señaló: El maestro Florián divide el 

objeto de prueba en significado abstracto y significado concreto, y dice 

que está determinado por la posibilidad abstracta de ser probado en 

juicio, determinado por el procedimiento de capacidad-hecho. De aquí 
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se sigue que el objeto de los hechos jurídicos generales es todo lo que 

es susceptible de justificación histórica en aras del proceso, y no 

naturalmente como conceptos lógicos, a saber, hechos presentes, 

pasados o futuros. Además, sostiene que la finalidad de un evento puede 

repetirse en hechos naturales o humanos, físicos o psicológicos, y en la 

existencia y naturaleza de personas, cosas y lugares, afirmando que a 

través de los sujetos de prueba debe entenderse el contenido o 

materialidad. El punto de apoyo de la acción de evidencia (p. 97) 

Los objetos de prueba presentados ante el juez son los siguientes: 

Tipicidad. 

- La facultad de Derecho de la PUCP (2013, Perú), en su revista “La 

pena: función y presupuestos” (Meini Méndez, 2013), plantea: 

Se concluye que Las frases "incuestionable" e "incuestionable", así 

como el término "culpable", tienen un significado diferente al que 

se les suele asignar en la ciencia criminal. No es sorprendente.  

Entonces, debido al vínculo entre derecho penal, derecho procesal 

y aplicación de la ley penal, también es necesario no omitir, es 

decir, el llamado juicio condenatorio implica culpar a alguien por 

un acto ilícito (obligándolo a asumir la responsabilidad). ), esto 

solo puede hacerse en el marco de los procedimientos penales en el 

estado de derecho.  

Lo que ahora atrae la atención de la gente es el hecho de que, 

atribuible a la capacidad de implicar la injusticia como categoría de 

criminal de la ley, puede implicar injusticia. 

Por tanto, la sentencia imputable / irrefutable no es solo un 

prerrequisito del delito: es también un prerrequisito para cualquier 

diálogo criminal entre el sujeto y el Estado, que involucre el 

proceso penal y la ejecución de la sentencia. Por tanto, el 

indiscutible procedimiento penal nos obliga a adecuar el juicio a la 

nueva situación jurídica. Lo mismo ocurre en la ejecución de una 

sentencia, porque, entre otras razones, incluso si el sujeto ha 

cometido un delito imputable, si el delincuente actual no es 
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imputable, la sentencia no puede lograr su propósito. De ser así, 

sería una retribución simple y cruda, carente de sentido de valor y 

prohibida por el Estado de derecho. 

Entonces, la palabra crimen debe ser eliminada del arsenal jurídico-

penal en la mayoría de las teorías, y debe cuestionarse el supuesto 

de que el sujeto imputable accede a imponer el castigo. Este juicio 

es un juicio correspondiente a las normas de sanciones, y envuelve 

la última necesidad social de implementar una u otra sanción penal. 

El principal resultado de todo esto es que se niega a distinguir el 

sistema dual de castigo y las medidas de seguridad, por lo que es 

necesario apostar por el sistema unitario. 

2.3.  Definición de términos. 

Medios de prueba. 

Prestan servicios para que los jueces utilicen información externa para 

obtener el conocimiento de los objetos de prueba, existen los siguientes 

tres tipos: b) Testimonio, incluyendo el testimonio preventivo de la 

víctima, c) Conocimiento profesional. 

(2) Hay cuatro medios probatorios por los cuales los jueces obtienen 

conocimiento de los objetos de prueba a través de su propia percepción 

directa: a) documentos e informes, b) conocimiento de personas y 

cosas; c) inspección: inspección de personas, objetos, lugares; d) 

observación directa de hechos: confrontación o confrontación y 

reconstrucción(Anaya Barrientos, 2018).  

 

En este sentido, los autores suelen emplear diferentes criterios para 

clasificar las pruebas forenses, y muchas veces se confunden las 

pruebas en sí, los sistemas que las evalúan y los sistemas que 

contribuyen al proceso con los procedimientos utilizados para tales 

fines y otros. Actividades relacionadas con la misma. Asimismo, según 

sus objetos, existen pruebas directas e indirectas, primarias o auxiliares; 

la clasificación también se determina por objeto, finalidad y regulación: 

en el primer aspecto, las pruebas principales y auxiliares, directas e 
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indirectas; en el segundo Caso, prueba de carga y prueba de descarga y, 

en el tercer caso, prueba típica y prueba atípica. 

 

Confesión. 

Tiedemann (2003) señaló que la confesión del acusado también debe 

ser objeto de jurisdicción. Es decir, realmente se pretende con todos los 

aspectos del sistema de interrogatorios que el tribunal esté obligado a 

encontrar la verdad a través de las confesiones. De esta forma, la 

declaración es una obligación del demandado, que no es prueba en sí 

misma, pero se supone que es consistente: b) no está obligado a 

prestarla, y, c) Prestada en presencia de un magistrado o representante 

del sector público, con la participación de un abogado; la declaración 

no debe ser coaccionada y, sin violar principios constitucionales como 

la dignidad personal, con el consentimiento del imputado y el debido 

proceso. 

Testificar depende del hecho de que el testigo en tercera persona debe 

conocer la evidencia y tener ciertos poderes. El principio de poder 

establece que, inicialmente, cada sujeto tiene un deber calificado de 

responder a la pregunta. 

 

Pericia. 

Ansencio (2003), define la pericia como otro medio de atestación, 

realizado por un tercero experimentado y que proporciona información 

sobre asuntos comerciales, artísticos o profesionales relacionados con 

el evento. Al respecto, se prescribe que requiere pericia o experiencia 

calificada de carácter científico, técnico, artístico (p. 164). 

Las actividades periciales son realizadas por organizaciones que 

desarrollan trabajos técnicos, quienes también pueden encargar trabajos 

periciales a las universidades, siempre que reúnan las condiciones 

necesarias para ello(Anaya Barrientos, 2018). 
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Prueba documental. 

Asencio (2003) afirma que prueba documental es cualquier elemento 

material de un hecho o algo ejecutado de cualquier forma. Soberano 

Documental; Los delitos envueltos en procesos penales cometidos en 

busca de la impunidad son escasamente documentados. (pág. 168) 

Además de los documentos probatorios, el titular está obligado a 

presentarlos y voluntariamente presentarlos, y si se negare a 

presentarlos, solicitar al alguacil la realización de los embargos 

correspondientes. Estos son: i) manuscritos, grabados, fotocopias, 

facsímiles, disquetes, películas, fotografías, radiografías, 

representaciones gráficas, dibujos, grabaciones magnetofónicas y ii) 

eventos, imágenes, sonidos y otros registros similares. 

Examinar, verificar huellas, a través de la observación judicial, 

constatar hechos ocurridos con anterioridad a la revisión del 

magistrado, con el objeto de formar prueba, conservando elementos de 

prueba hallados de la misma forma. 
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CAPÍTULO III: 

MARCO METODOLÓGICO 

 

 3.1.  Tipo de investigación  

Es una investigación que indagara el delito de violación en contra de 

mujer, pero al mismo tiempo para la sanción correspondiente es preciso 

lograr que las pruebas sean de valor contundente, que permita al 

magistrado de turno hacer la valoración conjunta e imponer una pena 

acorde, proporcional al daño originado. En ese sentido no se va 

modificar las variables de análisis (Supo & Cavero, 2014)de tal forma 

que solo será un análisis básico retrospectivo. Se debe hacer una 

revisión histórica de las tendencias por variable de tal forma que se 

observe el recorrido para lograr conclusiones. 

3.2.  Diseño de investigación 

Caracterización que se expresa en la forma que se tomaran los datos 

necesarios para la demostración que se propone como meta.  

Por lo tanto, la pesquisa corresponde a la metodología de no 

experimental. Los datos corresponden a una parte de la historia, que 

deben ser evaluadas. 

Los especialistas en metodología como (Mendoza Torres & Hernández 

Sampieri, 2018) nos sugieren que el recojo de la información será en 

una sola jornada en un espacio determinado en un periodo apropiado. 
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El trabajo corresponde al alcance correlacional tal como sugiere (Arias 

Gonzales, 2020) en el proceso de demostración.  

  V1 

M       O 

  V2 

Donde: 

M= Muestra de la pesquisa 

O= percepciones de los respondientes 

V= variables de trabajo. 

 

3.3.  Población y/o muestra de estudio: 

Población 

Se ha tratado de ubicar a lo más sentencias de segunda instancia ´para 

la evaluación correspondiente. En esta ocasión se han ubicado 15 

expedientes de delitos con la vida el cuerpo y la salud. Y como se trata 

de observa pruebas requeridas para sentencias, ellas deben ser con 

sentencia condenatoria en delitos de violación sexual. Asimismo, se ha 

debe lograr ubicar a 80 sujetos procesales entre abogados y algunos 

magistrados de la jurisdicción penal.  

 

Muestra 

La muestra es una parte de la población (Bernal, 2010) que se determina 

para conocer lo que ocurre en la población. Se ha determinado que esta 

debe ser una parte de la población porque bien requerida expresara lo 

que ocurre en la población (Mendenhall et al., 2010) de  todas maneras 

para saber el tamaño dela muestra se requiere de una formula científica 

que de hecho tomara todas las posibilidades de encontrar los datos que 

se necesitan de la población . 

La fórmula propuesta debe incluir La población, el error, la 

probabilidad de éxito o fracaso, el grado de confianza 
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Calculando la muestra final se tiene: 15 expedientes que hacen la 

población. 

Desde el año 2015-2020 en el delito de violación sexual Y que con una 

desviación del 1% resulta una porción de 15 expedientes. De la misma 

manera 8’ sujetos procesales a quienes se les aplicara el cuestionario 

validado por (Flores Chamorro, 2019). 

La muestra analizar: 

Tabla 2 

Expedientes de Violación sexual 

1 105-2017 

2 125-2017 

3 152-2017 

4 181-2011 

5 35 2019 

6 893 2018 

Nota: Expedientes CSJM 

 

Muestra de expedientes de violación sexual 

Para nuestra pesquisa se usará la técnica de la observación puesto que 

sean un módulo se vaciarán los datos requeridos. 

Por otra parte, se entrevistará a 80 sujetos procesales entre abogados, 

fiscales y magistrados del poder judicial. 

 3.4. Técnicas e instrumento de recolección de datos 

El instrumento aplicado para la presente pesquisa será la ficha de 

observación debido a que de los 15 expedientes se sustraerán datos 

necesarios para la demostración que se desea lograr. 

Para nuestro caso utilizaremos una computadora, un IPAD, una PC, 20 

libros, 15 expedientes, un asistente para la elaboración las tablas y las 

figuras, además para el acopio  
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3.5. Tratamiento de datos (análisis estadístico): 

Luego de requerir los 15 expedientes al sistema del poder judicial de las 

misma se colectará las datas necesarias para responder los objetivos de 

nuestra pesquisa. Se presentarán y tabularan los datos y por supuesto 

que ellas se pasaran al SPSS 25. Una vez bien presentados se hará uso 

de la estadística inferencial para la demostración respectiva. De la 

misma manera se actuará con los 80 sujetos procesales. 

Método de investigación 

En el proceso de lograr los objetivos de la pesquisa se utilizará el 

método inductivo dato que permitirá evaluar los datos de detalle de los 

expedientes a analizar. 
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CAPÍTULO IV:  

PRESENTACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS RESULTADOS 

 

4.1.  Presentación de resultados por variables.  

1. La fig. 5 presenta los resultados donde se pregunta si las leyes penales 

peruanas garantizan adecuadamente la libertad de las personas para 

tomar decisiones sobre su actividad sexual sin presiones externas.  

Muy pocos encuestados (1%, 1 persona) consideran que las leyes 

penales peruanas no garantizan adecuadamente la libertad sexual. 

Una minoría (7.2%, 7 personas) piensa que las leyes garantizan esta 

libertad solo ocasionalmente. 

Casi la mitad de los encuestados (46.4%, 45 personas) están de 

acuerdo en que las leyes sí garantizan la libertad sexual. 

Una proporción similar (45.4%, 44 personas) expresa un acuerdo 

total con la afirmación de que las leyes garantizan adecuadamente la 

libertad sexual. 

 

La cantidad total de encuestados es de 97 personas. 

La mayoría de los participantes (91.8%, 89 personas) está de alguna 

forma de acuerdo (acuerdo y total acuerdo) con que las leyes penales 

peruanas protegen adecuadamente la libertad sexual. 
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Solo un pequeño porcentaje (8.2%, 8 personas) muestra desacuerdo 

(total desacuerdo y a veces) con la afirmación. 

Esto sugiere una percepción generalmente positiva sobre la eficacia 

de las leyes penales peruanas en lo que respecta a la protección de la 

libertad sexual. 

Todo indica haber un consenso relativamente fuerte entre los 

encuestados de que las leyes penales en Perú garantizan de manera 

adecuada la libertad de las personas para tomar decisiones sobre su 

actividad sexual sin presiones externas. Sin embargo, un pequeño 

grupo siente que las leyes solo a veces garantizan esta libertad, o no 

la garantizan en absoluto.  

Figura 5 

 Para la valoración de pruebas en delitos contra el honor Los 

testimonios presentados deben ser consistentes y no deben contener 

contradicciones significativas. 

 

Nota. Data generada y desarrollada en la pesquisa  

 

 2. La fig. 6 proporciona datos de una encuesta que trata sobre la 

percepción de la libertad sexual y la ausencia de coacción o violencia 

al ejercerla.  

Sólo un pequeño número de encuestados (1%, 1 persona) no está de 

acuerdo con que las personas puedan ejercer su libertad sexual sin 

miedo a la coacción o violencia. 
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Una pequeña proporción (4.1%, 4 personas) siente que esto es 

posible solo en algunos casos. 

Una parte sustancial (41.2%, 40 personas) está de acuerdo con la 

afirmación de que se puede ejercer la libertad sexual sin temor. 

La mayoría (53.6%, 52 personas) expresa un total acuerdo con la 

afirmación. 

La gran mayoría de los encuestados (94.8%, 92 personas) manifiesta 

acuerdo (tanto parcial como total) con la idea de que las personas 

pueden ejercer su libertad sexual sin miedo a la coacción o violencia. 

Muy pocos participantes (5.2%, 5 personas) expresan desacuerdo o 

incertidumbre. 

Estos datos sugieren una percepción general positiva de la seguridad 

y autonomía con respecto a la libertad sexual. 

De acuerdo con los resultados de la encuesta, hay un consenso 

significativo entre los participantes de que las personas pueden 

ejercer su libertad sexual sin temor a la coacción o violencia en la 

mayoría de los casos. Sin embargo, existe un pequeño porcentaje que 

discrepa o cree que esto solo es cierto a veces. Para profundizar en 

el entendimiento de estas percepciones, sería útil examinar más a 

fondo las circunstancias individuales de los encuestados y su 

contexto social o legal. 
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Figura 6 

Para la valoración de pruebas en delitos contra el honor Las 

fuentes documentales que se presenten deben ser auténticas y 

directamente relevantes para el caso. 

 

Nota. Data generada y desarrollada en la pesquisa  

3. La fig. 7 muestra los resultados sobre la percepción de la eficacia de 

las regulaciones legales en Perú en la protección contra la 

intimidación en cuestiones de libertad sexual.  

Un pequeño porcentaje (3.1%, 3 personas) está totalmente en 

desacuerdo con que las regulaciones legales protegen eficazmente 

contra la intimidación en cuestiones de libertad sexual. 

Una persona (1.0%) también está en desacuerdo, aunque no de forma 

tan categórica. 

Una cantidad significativa (17.5%, 17 personas) cree que las 

regulaciones legales ofrecen protección solo en algunas ocasiones. 

Casi la mitad de los encuestados (48.5%, 47 personas) están de 

acuerdo en que las regulaciones legales ofrecen protección eficaz. 

Casi un tercio (29.9%, 29 personas) expresan un acuerdo total con la 

eficacia de las regulaciones legales. 

La mayoría de los participantes (78.4%, 76 personas) expresan algún 

nivel de acuerdo (acuerdo o total acuerdo) con la afirmación de que 
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las regulaciones legales protegen eficazmente contra la intimidación 

en cuestiones de libertad sexual. 

Un porcentaje menor (21.6%, 21 personas) expresa desacuerdo o 

cree que la protección es ocasional. 

La encuesta refleja una percepción más positiva que negativa 

respecto a la eficacia de las regulaciones legales en la protección de 

la libertad sexual frente a la intimidación. 

Los datos de la encuesta indican que hay una percepción 

generalizada de que las regulaciones legales en Perú tienen un 

impacto positivo en la protección contra la intimidación relacionada 

con la libertad sexual. Sin embargo, hay un segmento notable de la 

población que percibe esta protección como inconsistente o 

insuficiente. Esto sugiere que, aunque la percepción general es 

positiva, aún hay espacio para mejorar las regulaciones y su 

implementación para garantizar una protección constante y efectiva 

para todos. 

Figura 7 

Para la valoración de pruebas en delitos contra el honor Los 

testigos demuestran confiabilidad y credibilidad en sus 

declaraciones. 

 

Nota. Data generada y desarrollada en la pesquisa  
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4. La fig. 8 muestra los resultados acerca de la percepción de la 

protección que las leyes penales peruanas ofrecen a menores y otros 

grupos vulnerables en cuestiones de actividad sexual. La fig.  está 

organizada en cinco categorías de respuesta, mostrando el porcentaje 

y la frecuencia de las respuestas en cada una. 

Un porcentaje muy pequeño (1%, 1 persona) está en total desacuerdo 

con que las leyes penales peruanas ofrezcan protección especial a 

menores y grupos vulnerables. 

Desacuerdo: Otra persona (1%) también está en desacuerdo, aunque 

no se especifica el grado de desacuerdo. 

Un grupo más notable (16.5%, 16 personas) cree que esta protección 

especial se ofrece solo ocasionalmente. 

Casi la mitad de los encuestados (48.5%, 47 personas) está de 

acuerdo con que existe una protección especial. 

Un tercio (33.0%, 32 personas) está en total acuerdo con que las 

leyes ofrecen protección especial. 

La mayoría de los encuestados (81.5%, 79 personas) muestran algún 

grado de acuerdo con que las leyes penales peruanas ofrecen 

protección especial a menores y otros grupos vulnerables en materia 

de actividad sexual. 

Solo un 2% (2 personas) está en desacuerdo o en total desacuerdo 

con la afirmación. 

Un número considerable (16.5%, 16 personas) siente que esta 

protección se brinda solo en algunas ocasiones. 

Los resultados de la encuesta sugieren que hay una percepción 

generalizada entre los participantes de que las leyes penales peruanas 

ofrecen protección especial a menores y otros grupos vulnerables en 

temas de actividad sexual. Sin embargo, un segmento de los 

encuestados percibe que esta protección no es constante. Esto podría 

indicar que, si bien la legislación puede estar en su lugar, la 

implementación y aplicación de estas leyes pueden no ser percibidas 

como completamente efectivas o consistentes.  
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Figura 8 

 Para la valoración de pruebas en delitos contra el honor Las 

pruebas presentadas deben estar directamente relacionadas con el 

delito de difamación. 

 

Nota. Data generada y desarrollada en la pesquisa  

 

 5. La fig. 9 muestra los resultados que evalúa la percepción sobre si la 

legislación peruana sanciona de manera adecuada los actos que 

vulneran la indemnidad sexual de grupos protegidos.  

Desacuerdo: Solo una persona (1% de los encuestados) está en 

desacuerdo con que la legislación peruana sancione adecuadamente 

los actos que afectan la indemnidad sexual de grupos protegidos. 

Un número pequeño, pero más significativo (13.4%, 13 personas), 

cree que la sanción es adecuada solo en algunos casos. 

Casi la mitad de los participantes (48.5%, 47 personas) está de 

acuerdo con que la legislación sanciona adecuadamente dichos 

actos. 

Una proporción considerable (37.1%, 36 personas) muestra un total 

acuerdo con la efectividad de las sanciones de la legislación. 

El total de participantes en la encuesta es de 97 personas. Una gran 

mayoría de los encuestados (85.6%, 83 personas) expresa algún 

1.0 1.0

16.5

48.5

33.0

0.0

10.0

20.0

30.0

40.0

50.0

60.0

Total
desacuerdo

Desacuerdo A veces Acuerdo Total acuerdo

P
o

rc
en

ta
je



 

77 
 

grado de acuerdo (acuerdo o total acuerdo) con que la legislación 

sanciona adecuadamente los actos que vulneran la indemnidad 

sexual. 

 

Un porcentaje muy pequeño (1%) expresa desacuerdo. 

Hay una proporción notable (13.4%) que ve esta adecuación de 

sanciones como algo que no siempre se cumple. 

 

La encuesta refleja una percepción generalmente positiva de la 

efectividad de las sanciones impuestas por la legislación peruana en 

casos de violación a la indemnidad sexual de grupos protegidos. No 

obstante, hay un grupo no despreciable de personas que considera 

que las sanciones solo son adecuadas en ciertas ocasiones, lo que 

podría sugerir la necesidad de revisar y potencialmente fortalecer las 

medidas legislativas o su aplicación para que la protección sea 

percibida como constante y universal. 

Figura 9 

Para la valoración de pruebas en delitos contra el honor Las 

pruebas deben aportar información crucial para el esclarecimiento 

del caso. 

 

Nota. Data generada y desarrollada en la pesquisa  
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6. La fig. 10 muestra los resultados sobre la percepción de la severidad 

con la que el sistema penal peruano trata la vulneración de la 

indemnidad sexual de menores.  

Un pequeño porcentaje de los encuestados (10.3%, 10 personas) 

piensa que la vulneración de la indemnidad sexual de un menor es 

tratada con la debida severidad solo ocasionalmente en el sistema 

penal peruano. 

Más de la mitad de los participantes (51.5%, 50 personas) están de 

acuerdo en que estas violaciones son tratadas con la debida 

severidad. 

Un porcentaje sustancial (38.1%, 37 personas) expresa un total 

acuerdo con que el sistema penal peruano trata estas violaciones con 

la severidad adecuada. 

La mayoría de los encuestados (89.6%, 87 personas) expresa algún 

grado de acuerdo (acuerdo o total acuerdo) con que la vulneración 

de la indemnidad sexual de un menor es tratada con la debida 

severidad en el sistema penal peruano. 

Solo un 10.3% (10 personas) cree que esto se cumple solo a veces, 

lo que podría indicar una percepción de inconsistencia en la 

aplicación de la severidad de las penas. 

Según la encuesta, existe una percepción generalizada de que las 

violaciones a la indemnidad sexual de menores son tratadas con la 

debida severidad por el sistema penal peruano. No obstante, hay una 

pequeña fracción de la muestra que percibe cierta inconsistencia en 

la aplicación de la severidad. Esto podría señalar la necesidad de 

revisar los procesos y criterios legales para asegurar que todos los 

casos sean tratados con consistencia y de acuerdo a la gravedad del 

delito. 
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Figura 10 

Para la valoración de pruebas en delitos contra el honor Las 

pruebas que se presenten deben permitir entender claramente el 

contexto y la naturaleza del delito. 

 

 

Nota. Data generada y desarrollada en la pesquisa  

 

7. La fig.  11 presenta la percepción de la adecuación de las penas del 

Código Penal peruano para delitos contra la libertad e indemnidad 

sexual.  

Un mínimo porcentaje de los encuestados (1%, 1 persona) está en 

total desacuerdo con que las penas son adecuadas en función de la 

gravedad del delito. 

Un pequeño grupo (6.2%, 6 personas) cree que las penas son 

adecuadas solo en algunas ocasiones. 

Más de la mitad de los participantes (54.6%, 53 personas) están de 

acuerdo en que las penas son adecuadas. 

 

Un porcentaje considerable (38.1%, 37 personas) muestra un total 

acuerdo con la adecuación de las penas. 

La gran mayoría de los encuestados (92.7%, 90 personas) muestra 

acuerdo (ya sea total o parcial) con la afirmación de que las penas 
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son adecuadas en relación con la gravedad de los delitos contra la 

libertad e indemnidad sexual. 

Solo un 7.3% (7 personas) discrepa de esta afirmación, ya sea en 

total desacuerdo o indicando que solo a veces las penas son 

adecuadas. 

Estos resultados sugieren una percepción general positiva sobre la 

proporcionalidad de las penas establecidas en el Código Penal 

peruano para este tipo de delitos. 

 

De acuerdo con la encuesta, existe un consenso considerable entre 

los encuestados de que las penas establecidas en el Código Penal 

peruano para delitos contra la libertad e indemnidad sexual son 

generalmente adecuadas y proporcionales a la gravedad de los 

delitos. Un pequeño porcentaje, sin embargo, percibe que esto no 

siempre es así, lo que podría sugerir la necesidad de revisar ciertos 

aspectos de la legislación penal para asegurar que las penas sean 

consistentemente percibidas como justas y efectivas. 

Figura 11 

Para la valoración de pruebas en delitos contra el honor Las 

pruebas deben ser obtenidas y presentadas siguiendo los 

procedimientos legales adecuados. 

 

Nota. Data generada y desarrollada en la pesquisa  
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8. La fig. 12 muestra los resultados de la percepción de si las víctimas 

de delitos contra la libertad e indemnidad sexual reciben apoyo y 

reparación adecuados por parte del sistema judicial peruano.  

 

9. Un pequeño porcentaje de los encuestados (5.2%, 5 personas) no está 

de acuerdo con que las víctimas reciban el apoyo y la reparación 

adecuada. 

Un grupo más significativo (15.5%, 15 personas) cree que el apoyo 

y la reparación son adecuados solo en algunos casos. 

Casi la mitad de los participantes (42.3%, 41 personas) están de 

acuerdo en que las víctimas reciben el apoyo y reparación 

adecuados. 

Una proporción similar (37.1%, 36 personas) está en total acuerdo 

con la afirmación. 

La mayoría de los encuestados (79.4%, 77 personas) muestran algún 

nivel de acuerdo con que el sistema judicial peruano proporciona el 

apoyo y la reparación adecuados a las víctimas de delitos sexuales. 

Sin embargo, una proporción no despreciable (20.6%, 20 personas) 

expresa desacuerdo o cree que el apoyo y reparación son 

intermitentes o inconsistentes. 

 

Según la encuesta, hay una percepción general de que las víctimas 

de delitos contra la libertad e indemnidad sexual tienden a recibir un 

apoyo y reparación adecuados por parte del sistema judicial peruano. 

No obstante, hay una parte considerable de la muestra que percibe 

que esta asistencia no siempre se proporciona o que se proporciona 

de manera inadecuada en algunos casos. Esto sugiere que, mientras 

que las medidas de apoyo y reparación pueden estar en su lugar, la 

implementación y la consistencia de estas medidas pueden necesitar 

atención y mejoras para garantizar que todas las víctimas reciban el 

nivel de apoyo y reparación que necesitan. 
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Figura 12 

Para la valoración de pruebas en delitos contra el honor El proceso 

de recopilación de pruebas debe ser imparcial y libre de sesgos. 

 

Nota. Data generada y desarrollada en la pesquisa  

 

10. La fig. 13 presenta los resultados sobre la percepción del efecto 

disuasivo de la sanción y reparación ofrecidas por el sistema penal 

peruano en relación con los delitos contra la libertad e indemnidad 

sexual.  

Un pequeño porcentaje de los encuestados (4.1%, 4 personas) no 

está de acuerdo con que la sanción y reparación tengan un efecto 

disuasivo eficaz. 

 

Un segmento más significativo (16.5%, 16 personas) cree que la 

sanción y reparación solo a veces desincentivan la comisión de 

estos delitos. 

Casi la mitad de los participantes (44.3%, 43 personas) están de 

acuerdo en que las sanciones y reparaciones son efectivamente 

disuasivas. 

 

Una proporción importante (35.1%, 34 personas) está en total 

acuerdo con la efectividad de la sanción y reparación para disuadir 

los delitos. 
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Una mayoría considerable de los encuestados (79.4%, 77 personas) 

expresan algún grado de acuerdo con que las sanciones y 

reparaciones impuestas por el sistema penal peruano tienen un 

efecto disuasivo en la comisión de delitos contra la libertad e 

indemnidad sexual. 

 

Sin embargo, un 20.6% (20 personas) manifiesta desacuerdo o cree 

que este efecto disuasivo se manifiesta solo ocasionalmente. 

De acuerdo con la encuesta, hay una percepción general entre los 

participantes de que las sanciones y reparaciones proporcionadas 

por el sistema penal peruano desempeñan un rol disuasivo en la 

comisión de delitos contra la libertad e indemnidad sexual. A pesar 

de que una mayoría respalda la efectividad de estas medidas, existe 

un grupo significativo que percibe que la disuasión no siempre se 

logra. Esto puede indicar la necesidad de una revisión de las 

políticas de sanción y reparación para fortalecer su capacidad 

disuasiva y garantizar que se apliquen de manera consistente y 

efectiva. 

Figura 13 

Para la valoración de pruebas en delitos contra el honor Las 

pruebas admitidas para el caso respetan los derechos de todas 

las partes involucradas. 

 

Nota. Data generada y desarrollada en la pesquisa  
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11. La fig.  14 presenta los resultados que evalúa la opinión sobre la 

influencia que deben tener las carencias sociales de un individuo 

en la determinación de su pena dentro del sistema judicial.  

Una pequeña minoría de los encuestados (3.1%, 3 personas) está 

totalmente en desacuerdo con que las carencias sociales influyan 

en la reducción de la pena. 

Un poco más (11.3%, 11 personas) también está en desacuerdo, 

aunque no de manera tan categórica como el grupo anterior. 

Una proporción notable (20.6%, 20 personas) cree que las 

carencias sociales deberían influir en la reducción de la pena solo 

en ciertas ocasiones. 

Una pluralidad (40.2%, 39 personas) está de acuerdo en que las 

carencias sociales deben influir en la reducción de la pena. 

Casi una cuarta parte (24.7%, 24 personas) está en total acuerdo 

con la influencia de las carencias sociales en la reducción de la 

pena. 

La mayoría de los encuestados (65%, 63 personas) expresan algún 

nivel de acuerdo (ya sea acuerdo o total acuerdo) con la idea de que 

las carencias sociales deben tener algún peso en la determinación 

de la pena. 

Por otro lado, un 14.4% (14 personas) expresa algún nivel de 

desacuerdo con esta idea. 

Un segmento significativo (20.6%) opina que esto debería ser 

considerado solo en ciertos casos, lo que sugiere una opinión de 

que cada caso debería ser evaluado individualmente. 

La encuesta indica que hay una tendencia general hacia la 

aceptación de que las carencias sociales de un agente deben ser 

consideradas al determinar la reducción de su pena, aunque un 

porcentaje considerable piensa que esto debería aplicarse solo en 

situaciones específicas. Esto refleja una perspectiva que reconoce 

la importancia de factores contextuales en el proceso de justicia 

penal, pero también indica la necesidad de un enfoque equilibrado 
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que considere las circunstancias individuales y la justicia para las 

víctimas y la sociedad. 

 

Figura 14 

Para la decisión de pena las declaraciones difamatorias tienen que 

ser de naturaleza extremadamente maliciosa y dañina. 

 

Nota. Data generada y desarrollada en la pesquisa  

12. La fig. 15 refleja las opiniones de los encuestados sobre si el abuso 

de cargo o posición de una persona debe tener un peso considerable 

al momento de determinar la pena en el sistema judicial. 

Solo un individuo (1%, 1 persona) está completamente en 

desacuerdo con la idea de que el abuso de cargo o posición debe 

ser un factor importante en la determinación de la pena. 

Un pequeño grupo (6.2%, 6 personas) también está en desacuerdo, 

pero no de forma categórica. 

Una proporción significativa (18.6%, 18 personas) cree que este 

factor debería considerarse fuertemente solo en algunas 

circunstancias. 

La mayor parte de los encuestados (45.4%, 44 personas) está de 

acuerdo en que el abuso de cargo o posición debe ser un factor 

importante. 
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Casi una tercera parte (28.9%, 28 personas) muestra un total 

acuerdo con la importancia de este factor en la determinación de la 

pena. 

La mayoría de los participantes (74.3%, 72 personas) expresan 

algún grado de acuerdo (acuerdo o total acuerdo) en que el abuso 

de cargo o posición debe ser considerado fuertemente al determinar 

la pena de una persona. 

 

Solo un 7.2% (7 personas) expresa desacuerdo en cualquier grado. 

Esto indica que hay un consenso significativo en la importancia de 

tener en cuenta el abuso de poder al imponer sanciones. 

Según los resultados de la encuesta, existe una percepción 

predominante entre los encuestados de que el abuso de cargo o 

posición por parte del infractor es un factor que debe tenerse en 

cuenta significativamente al determinar su pena. Esto refleja una 

opinión común de que la responsabilidad penal debe escalarse en 

función de la posición de poder del agente, lo que sugiere un 

llamado a la responsabilidad y a una justicia penal equitativa que 

considere el impacto ampliado de los delitos cometidos por 

aquellos en posiciones de autoridad. 
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Figura 15 

Para la decisión de pena Las declaraciones difamatorias deben 

tener un amplio alcance público, afectando significativamente la 

percepción pública de la víctima. 

 

Nota. Data generada y desarrollada en la pesquisa  

 

13. La fig. 16 suministrada muestra los resultados de una encuesta que 

evalúa las opiniones sobre si la cultura y costumbres de un 

individuo deben influir significativamente en la decisión de su 

castigo dentro del sistema judicial. 

Un pequeño porcentaje de los encuestados (8.2%, 8 personas) no 

está de acuerdo con que la cultura y costumbres de un individuo 

deban influir en la decisión del castigo. 

Una proporción notable (21.6%, 21 personas) cree que la cultura y 

costumbres deben considerarse solo en algunas ocasiones. 

La mayor parte de los participantes (44.3%, 43 personas) está de 

acuerdo con la influencia significativa de la cultura y costumbres 

en la decisión del castigo. 

Un cuarto de los encuestados (25.8%, 25 personas) expresa total 

acuerdo con la importancia de estos factores culturales y 

costumbristas. 

Una mayoría de los encuestados (70.1%, 68 personas) muestra 

algún grado de acuerdo (acuerdo o total acuerdo) en que la cultura 
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y costumbres del individuo deben tener un peso en la decisión del 

castigo. 

Un 29.9% (29 personas) manifiesta desacuerdo o cree que la 

cultura y costumbres deberían influir solo ocasionalmente. Según 

la encuesta, hay una tendencia general hacia la aceptación de que 

la cultura y costumbres de un individuo deben ser consideradas al 

decidir su castigo, aunque existe un segmento significativo que 

opina que esto debería aplicarse solo en circunstancias específicas. 

Esto refleja una perspectiva que reconoce la importancia de los 

factores culturales en el proceso de justicia penal, pero también 

indica la necesidad de un enfoque equilibrado que tome en cuenta 

la igualdad ante la ley y los estándares de justicia. 

Figura 16 

Para la decisión de pena El contenido de las declaraciones 

difamatorias deben tener el potencial de causar un daño 

irreparable a la reputación de la víctima. 

 

Nota. Data generada y desarrollada en la pesquisa  

 

14. La fig. 17 muestra los resultados que evalúa la opinión de las 

personas sobre si los intereses de la víctima y su familia deben 

influir en la determinación de la pena en el sistema judicial. 
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Solo una persona (1%, 1 persona) está totalmente en desacuerdo 

con que los intereses de la víctima y su familia deben influir en la 

pena. 

Una pequeña proporción (5.2%, 5 personas) también está en 

desacuerdo, aunque no de manera absoluta. 

Un grupo más significativo (13.4%, 13 personas) cree que los 

intereses de la víctima y su familia deben influir en la 

determinación de la pena solo en algunas circunstancias. 

Casi la mitad de los encuestados (49.5%, 48 personas) están de 

acuerdo en que los intereses de la víctima y su familia deben influir. 

Una proporción considerable (30.9%, 30 personas) muestra un total 

acuerdo con la importancia de estos intereses en la determinación 

de la pena. 

La mayoría de los encuestados (80.4%, 78 personas) muestra 

acuerdo (acuerdo o total acuerdo) con la idea de que los intereses 

de la víctima y su familia deben tener influencia en la 

determinación de la pena. 

Solo un pequeño porcentaje (6.2%, 6 personas) está en desacuerdo 

en cualquier grado, sugiriendo una minoría que se opone a la 

consideración de los intereses de la víctima y su familia en la 

decisión de la pena. 

Esto puede reflejar un reconocimiento de la importancia de la 

justicia restaurativa y la consideración de los daños sufridos por la 

víctima y su familia. 

Los datos de la encuesta sugieren que hay un consenso general 

entre los participantes de que es importante considerar los intereses 

de la víctima y su familia al determinar la pena de un delincuente. 

Esta perspectiva podría estar en línea con un enfoque de justicia 

más centrado en la víctima, donde sus necesidades y su bienestar 

son considerados como parte esencial del proceso judicial. 
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Figura 17 

Para la decisión de pena La difamación debe ser tal que cause un 

daño significativo a la reputación profesional y personal de la 

víctima. 

 

 

Nota. Data generada y desarrollada en la pesquisa  

15. La fig.  proporciona datos de una encuesta acerca de si la 

vulnerabilidad de la víctima debe ser considerada 

significativamente al penalizar al infractor. 

Análisis: 

Desacuerdo: Solo un pequeño porcentaje (3.1%, 3 personas) no 

está de acuerdo en que la vulnerabilidad de la víctima debe influir 

significativamente en la penalización. 

A veces: Una cantidad modesta de encuestados (14.4%, 14 

personas) piensa que esto debería ser considerado en algunas 

circunstancias. 

Acuerdo: Más de la mitad de los participantes (54.6%, 53 personas) 

están de acuerdo en que la vulnerabilidad de la víctima debe tener 

un impacto significativo en la penalización del infractor. 

 

Total acuerdo: Un porcentaje considerable (27.8%, 27 personas) 

está completamente de acuerdo con la importancia de tener en 

cuenta la vulnerabilidad de la víctima. 

La encuesta tuvo un total de 97 respuestas válidas. 
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Comentarios: 

La mayoría de los encuestados (82.4%, 80 personas) expresan 

algún nivel de acuerdo con que las situaciones de vulnerabilidad de 

la víctima deben tener un impacto significativo en la penalización 

del agente. 

Solo un pequeño porcentaje (3.1%, 3 personas) está en total 

desacuerdo, lo que indica que hay una aceptación mínima de la idea 

de que la vulnerabilidad no debe influir en la penalización. 

Los resultados de la encuesta muestran un consenso claro entre los 

participantes de que la vulnerabilidad de la víctima es un factor 

importante que debe influir en la determinación de la pena del 

infractor. Esto sugiere que hay un reconocimiento de la necesidad 

de una respuesta judicial que tome en cuenta la gravedad del 

impacto del delito en la víctima, particularmente cuando la víctima 

es de un grupo vulnerable.  

Figura 18 

Para la decisión de pena La víctima experimenta un grave daño 

emocional y psicológico debido a las declaraciones difamatorias. 

 

Nota. Data generada y desarrollada en la pesquisa  

15. La fig. 19 presenta resultados sobre la opinión de si la justicia 

penal debe dar especial atención a los derechos de las víctimas en 

la decisión de la pena. 
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Análisis: 

 

Un porcentaje muy pequeño (2.1%, 2 personas) está totalmente en 

desacuerdo con que se dé especial atención a los derechos de las 

víctimas. 

Una cantidad algo mayor (5.2%, 5 personas) también está en 

desacuerdo, pero no de manera tan categórica. 

Un tercio de los encuestados (33.0%, 32 personas) piensa que los 

derechos de las víctimas deben ser considerados especialmente 

solo en ciertas circunstancias. 

Casi la mitad (44.3%, 43 personas) está de acuerdo con que los 

derechos de las víctimas deben tener especial atención al decidir la 

pena. 

Una fracción significativa (15.5%, 15 personas) expresa un total 

acuerdo con esta afirmación. 

Una mayoría considerable de los encuestados (59.8%, 58 personas) 

expresa algún nivel de acuerdo (acuerdo o total acuerdo) en que los 

derechos de las víctimas deben ser especialmente considerados en 

la determinación de la pena. 

Un pequeño porcentaje (7.3%, 7 personas) está en desacuerdo en 

algún grado, sugiriendo que podrían preferir un enfoque más 

centrado en el infractor o un sistema de justicia más neutral. 

Una proporción importante cree que esto debería ser algo 

intermitente o dependiente de las circunstancias del caso. 

Los datos de la encuesta indican que hay una tendencia general 

hacia el reconocimiento de la importancia de los derechos de las 

víctimas en el proceso de decisión de la pena dentro del sistema de 

justicia penal. Esto sugiere que hay un apoyo a un enfoque de 

justicia que equilibra la penalización del infractor con la 

consideración de los efectos del crimen en la víctima, aunque con 

un reconocimiento significativo de que la aplicación de esta 

atención especial puede necesitar ser evaluada caso por caso. 
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Figura 19 

Para la decisión de pena La difamación como delito contra el 

honor debe tener un impacto negativo duradero en la vida de la 

víctima. 

 

Nota. Data generada y desarrollada en la pesquisa  

 

16. La fig. 20 muestra los resultados sobre la opinión de si las 

circunstancias atenuantes deben influir de manera significativa en 

la reducción de la pena en el sistema judicial. 

Un porcentaje muy bajo de los encuestados (2.1%, 2 personas) está 

totalmente en desacuerdo con que las circunstancias atenuantes 

deberían reducir considerablemente la pena. 

 

Una proporción igualmente pequeña (2.1%, 2 personas) está 

simplemente en desacuerdo, no de manera categórica. 

Una quinta parte de los participantes (20.6%, 20 personas) piensa 

que las circunstancias atenuantes deberían reducir la pena solo en 

ciertas ocasiones. 

Más de la mitad de los encuestados (52.6%, 51 personas) están de 

acuerdo en que las circunstancias atenuantes deben ser un factor 

para reducir la pena. 
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Casi una cuarta parte (22.7%, 22 personas) muestra un total 

acuerdo con la reducción significativa de la pena debido a 

circunstancias atenuantes. 

 

Una gran mayoría de los encuestados (75.3%, 73 personas) expresa 

algún grado de acuerdo con que las circunstancias atenuantes 

deberían influir en la disminución de la pena. 

 

Un pequeño porcentaje (4.2%, 4 personas) no cree que las 

circunstancias atenuantes deban tener un impacto significativo en 

la reducción de la pena. 

 

Los resultados de la encuesta sugieren que hay una opinión 

predominante entre los participantes de que las circunstancias 

atenuantes deben considerarse al determinar la pena de un 

infractor, potencialmente reduciendo la severidad de la misma.  

Figura 20 

Para la decisión de pena El acusado ha demostrado intención y 

premeditación en la comisión del delito de difamación. 

 

Nota. Data generada y desarrollada en la pesquisa  
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17. La fig. 21 proporciona datos sobre si la presencia de circunstancias 

agravantes debe resultar en un incremento significativo de la pena 

en el sistema judicial. 

Un pequeño número de encuestados (5.2%, 5 personas) está 

totalmente en desacuerdo con el aumento de la pena debido a 

circunstancias agravantes. 

Desacuerdo: Un poco más de encuestados (12.4%, 12 personas) 

también está en desacuerdo, pero no de manera absoluta. 

Una proporción significativa (21.6%, 21 personas) cree que la pena 

debería incrementarse en presencia de circunstancias agravantes 

solo en algunas ocasiones. 

La mitad de los encuestados (50.5%, 49 personas) está de acuerdo 

en que la pena debe incrementarse significativamente cuando 

existen circunstancias agravantes. 

Una décima parte (10.3%, 10 personas) está en total acuerdo con el 

incremento significativo de la pena bajo estas circunstancias. 

Una mayoría (60.8%, 59 personas) muestra acuerdo (acuerdo o 

total acuerdo) con la idea de que las circunstancias agravantes 

deben llevar a un incremento significativo en la pena. 

Solo un 17.6% (17 personas) está en desacuerdo o en total 

desacuerdo con el incremento de la pena basado en circunstancias 

agravantes. 

Los resultados de la encuesta sugieren que la mayoría de los 

participantes consideran que las circunstancias agravantes deberían 

influir en la intensificación de la pena, reflejando el apoyo a un 

sistema de justicia penal que responde con mayor severidad ante 

delitos que presentan factores que los hacen más graves. Esto puede 

indicar un respaldo a principios de proporcionalidad en la justicia 

penal, donde las penas se ajustan para reflejar la gravedad y la 

naturaleza dañina del delito cometido. 
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Figura 21 

Para la decisión de pena El acusado mostró arrepentimiento y 

tomó medidas para rectificar el daño causado después del delito. 

 

Nota. Data generada y desarrollada en la pesquisa  

 

18. La fig.22 presenta los resultados sobre la opinión respecto a si las 

circunstancias personales del agente, incluyendo motivaciones 

nobles o altruistas, deberían tener influencia en la determinación de 

la pena en casos judiciales. 

Una mínima parte de los encuestados (3.1%, 3 personas) está en 

total desacuerdo con la idea de que las circunstancias personales 

puedan afectar la pena. 

Un porcentaje ligeramente superior (5.2%, 5 personas) también 

está en desacuerdo, aunque no de forma categórica. 

Un grupo notable (19.6%, 19 personas) piensa que las 

circunstancias personales deberían afectar la determinación de la 

pena solo en algunas ocasiones. 

Casi la mitad de los participantes (49.5%, 48 personas) está de 

acuerdo en que las circunstancias personales deberían influir en la 

pena. 

Una porción importante (22.7%, 22 personas) está totalmente de 

acuerdo con que las circunstancias personales influyan en la 

determinación de la pena. 
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La mayoría de los participantes (72.2%, 70 personas) muestran 

algún nivel de acuerdo (acuerdo o total acuerdo) con la relevancia 

de las circunstancias personales del agente en la determinación de 

la pena. 

Solo un pequeño porcentaje (8.3%, 8 personas) muestra desacuerdo 

con esta idea. 

Los resultados de la encuesta indican que hay un consenso 

significativo entre los encuestados de que las circunstancias 

personales del agente, como motivaciones nobles o altruistas, 

deben ser consideradas al determinar la pena. Esto sugiere una 

opinión favorable hacia un enfoque más humanizador de la justicia 

penal que toma en cuenta la complejidad de la conducta humana y 

las intenciones detrás de las acciones al imponer castigos. La 

perspectiva de que tales factores personales puedan mitigar la pena 

refleja un reconocimiento de la justicia penal como un sistema que 

debe evaluar cada caso individualmente y con comprensión de los 

contextos únicos de cada infractor. 

Figura 22 

Para la decisión de pena Cuando existen circunstancias 

agravantes, como el abuso de una posición de poder o influencia, 

en la comisión del delito de difamación. 

 

 

Nota. Data generada y desarrollada en la pesquisa  
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4.2.  Contrastación de hipótesis.  

 

Seis casos de análisis de afectación a la libertad sexual y sentencia 

condenatoria 

 

Caso 1 

EXPEDIENTE  : 00181-2011-6-2801-JR-PE-02 - REF. SALA N° 150-

2013-SENTENCIA DE VISTA  

 RESOLUCIÓN NRO. 09  

  

Moquegua, dos mil diecisiete abril, veintiocho. -  

 

Se atribuye a Ismael Mamani Poma que el mes de junio de dos mil cuatro, cuando 

la agraviada de iniciales O.R.C.R. contaba con once años de edad, en circunstancias 

que ésta salió a recoger agua del pilón, la llamó y al no hacerle caso se le acercó 

procediendo a jalarla hacia su vivienda que consistía en una habitación con esteras 

en cuyo interior tenía una cama, donde la echó y él se bajó su pantalón y calzoncillo 

para acto seguido también bajarle a la agraviada su pantalón y ropa interior, 

subiéndose encima de ella y someterla al acto sexual introduciendo su miembro 

viril en la vagina de la agraviada luego de lo cual le entregó dinero diciéndole que 

no contara a nadie lo sucedido, ultraje sexual que habría repetido en una segunda 

oportunidad bajo la misma modalidad, también el mes de junio de dos mil cuatro.   

  

Como circunstancias posteriores se precisa que el treinta y uno de octubre de dos 

mil cuatro, la abuela de la agraviada encontró en su mochila monedas de dinero, 

preguntándole de dónde había sacado las mismas y al no obtener respuesta solicitó 

a su vecina Paula Vizcarra Márquez hablara con su nieta, la misma que logró que 

la agraviada le contara que el imputado la sometió a trato sexual vía vaginal en dos 

oportunidades, así como que le entregó dinero para que no dijera a nadie de tal 

hecho.  
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DE LOS FUNDAMENTOS DEL TRIBUNAL SUPERIOR.    

 Esta versión incriminatoria reúne las garantías de certeza exigidas en el Acuerdo 

Plenario N° 2-2005-CJ/116, estas son, ausencia de incredibilidad subjetiva, sí es 

considerada verosímil y está corroborada con elementos probatorios objetivos de 

carácter periférico que la doten de aptitud probatoria, y es persistente.  

  

Esta versión se encuentra corroborada fundamentalmente con la declaración de la 

madre de la agraviada, Concepción Colque Rodríguez, quien también en sede 

plenarial, manifestó, conforme consta en la sentencia apelada, que Ismael es su 

vecino y que en noviembre de dos mil cuatro su abuela le encontró plata en su 

mochila preguntándole quién le entregó este dinero contestándole que Ismael. 

  

Por su parte, la perito psicóloga Hilda Isabel Araujo Meza manifestó que la 

agraviada presentaba inseguridad, ansiedad y la perito psicóloga Iris Mogrovejo 

Espinoza evidenció que la agraviada muestra haber sido maltratada y que está 

sufriendo un estrés postraumático por abuso sexual.  

  

A mayor abundancia se cuenta también con prueba periférica que examinada en 

conjunto con la precitada, muestran que en efecto el abuso sexual se produjo, las 

mismas que son el certificado médico legal expedido por el médico Eugenio 

Maquera Flores, quien concluyó que la menor presentaba desfloración antigua. Del 

mismo modo se cuenta con un acta de reconocimiento fotográfico en la que consta 

que la agraviada reconoció al procesado entre otras personas como el que la sometió 

a abuso sexual introduciéndole el pene en su vagina, la declaración de la testigo 

referencial, Julia Martínez Palomino quien dijo que la agraviada era su alumna y 

que según su mamá fue lastimada, violada, por un vecino y la declaración del perito 

Dante Cahuana Calvo quien manifestó que la agraviada sufre un impacto de acuerdo 

a su personalidad y que ella no fue inducida para declarar, además, por cierto, de su 

partida de nacimiento que corrobora la edad de ésta cuando sucedieron los hechos.  

  

CONFIRMAR la sentencia apelada, del diecinueve de marzo de dos mil trece, que 

condena a ISMAEL MAMANI POMA como autor del delito de Violación Sexual 
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de Menor de Edad en agravio de la persona de iniciales O.R.C.R. y como tal le 

impone veinte años de pena privativa de la libertad efectiva, dispone que el 

sentenciado, previo examen médico o psicológico que determine su aplicación, sea 

sometido a un tratamiento terapéutico a fin de facilitar su readaptación social y se 

fija en cinco mil soles la reparación civil.  

 

Caso 2 

EXPEDIENTE: 00152-2017-0-2801-SP-PE-01 – REF. SALA N° 297-2017-0  

SENTENCIA DE VISTA, RESOLUCIÓN NRO. 05  

Moquegua, 18/12/2017 

  

DE LA AUDIENCIA.  

  

El día 26 de enero de 2016 la agraviada de iniciales BFOH llegó de viaje desde la 

ciudad de Pisco, y desde las 13:00 horas Wilber Vilcanqui estuvo llamándola por 

celular, pero ella no contestaba. A las 15:30 horas él fue hasta su domicilio de ella, 

ingresó y le reclamó por no contestarle el celular y haberle mentido al decirle que 

había llegado a ILO ese día, cuando lo cierto es que habría llegado un día antes, ella 

le dijo que no tenía por qué darle explicaciones y siguió comiendo en su habitación 

con sus tres hijos. Acto seguido Vilcanqui Mendoza fue al patio, regresó con un 

tazón con agua y se ha hecho en el cuerpo a la agraviada de iniciales BFOH 

mojándola a ella y a los menores; luego la saco de la habitación a la fuerza jalándola 

del brazo y la llevó hasta el interior del baño en donde la empujó haciéndola caer al 

suelo, la cogió del cuello, y mientras la golpeaba con cachetadas le preguntaba con 

quién había estado. Cuando había llegado a Ilo, porque no quería que él la espere 

en el terminal. Luego le amarro las muñecas y rodillas, trajo un palo y la amenazó 

con golpearla si no respondía sus preguntas, pero como la agraviada de iniciales 

BFOH no respondió, Vilcanqui salió del baño, entró a la habitación en donde 

estaban sus hijos y les dijo que vayan al local de internet, incluso hizo que llevaran 

al menor de dos años. Nuevamente ingresó al baño y le increpó a la agraviada haber 

estado con otros hombres y no con él, se posicionó detrás de ella, le bajo el short y 

la trusa y tuvo sexo acceso carnal con ella vía vaginal; la agraviada quedó llorando 
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sentada en el suelo y el la doblegó hasta ponerla de rodillas y tuvo acceso carnal 

con ella vía anal. La llevó a la habitación manteniéndola amarrada, le exigió que le 

entregue el celular de ella, y ante el silencio de la agraviada, nuevamente la violó 

sexualmente por vía anal y vaginal. Luego llegaron sus hijos y la agraviada le contó 

lo sucedido a su hija mayor Araceli Zuki Vilcanqui O, quien le reprochó a su padre 

Alexis Vilcanqui por haber agredido a su madre, recordándole que hace cuatro años 

también la agredió con un cuchillo, el imputado reconoció la presente y la anterior 

agresión, y le dijo a su hija que iría a la comisaria para poner en conocimiento su 

retiro del hogar. Esos hechos, fueron calificados jurídicamente como delito de 

Violación Sexual tipificado en el artículo 170° primer párrafo del Código Penal.  

  

FUNDAMENTOS DEL COLEGIADO.  

Que a las 14.00 horas aproximadamente del día 26 de enero de 2016 el acusado 

utilizando violencia ultrajó sexualmente vía vaginal y anal en el baño a la agraviada 

en el inmueble ubicado en Vista Azul 16 Lote 23  

El incidente tuvo lugar en el distrito y provincia de Ilo, perteneciente al 

departamento de Moquegua. Este hecho fue comprobado mediante el testimonio de 

la víctima, el cual recibió corroboración a través de las declaraciones de dos 

expertas: Karina Chávez Narbona, perito psicóloga, y Nancy Carcausto Quispe, 

perito bióloga. Adicionalmente, la veracidad de los hechos fue reforzada por la 

evidencia presentada en el Certificado Médico Legal-L-PDCLS, el Protocolo de 

Pericia Psicológica N° 305-2016-PSC-VF, y el Dictamen Pericial N° 

20160010000010, los cuales brindaron soporte concluyente a las afirmaciones de 

la víctima y las expertas. 

 

 Pronunciamiento  

El colegiado responde los agravios, siempre bajo el Principio de Exhaustividad; la 

defensa  sostiene que no se ha valorado el contenido del Certificado Médico Legal 

N° 000288-L-PDCLS de fecha 27 de enero de 2016 en lo que corresponde a los  

antecedentes obstétricos, la agraviada señaló que el día 23 de enero de 2016 tuvo 

relaciones sexuales con su actual pareja, y que el día 26 de enero fue ultrajada por 

el recurrente, de las conclusiones se tiene que presentar signos contranatura, así 
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como signos de parto vaginal; como se puede sostener que fuera ultrajada vaginal 

y analmente y que no cuenta con signos de actos contranatura reciente.-  

 

La perito bióloga, Nancy Carcausto Quispe, fue la responsable de emitir el 

Dictamen Pericial N° 20160010000010, basado en el análisis realizado a un 

hisopado vaginal tomado de la víctima. Durante este proceso, la experta confirmó 

los hallazgos presentados en su informe, donde se destacó la presencia de 

espermatozoides completos y fragmentos de cabezas de espermatozoides dentro de 

la cavidad vaginal, los cuales pueden permanecer en dicha ubicación por un período 

de hasta 72 horas. 

 

Además, en el Certificado Médico Legal, fechado el 27 de enero de 2016, se 

documentó que la última relación sexual reportada por la víctima ocurrió el 23 de 

enero de ese mismo año. Esto llevó a realizar un análisis detallado, basándose en la 

evidencia y en las declaraciones del perito, que concluyó la compatibilidad 

temporal de los hallazgos con la ventana de tiempo mencionada, es decir, que los 

espermatozoides encontrados corresponden a una relación sexual que habría tenido 

lugar dentro de las 72 horas previas a la toma de la muestra. 

 

  

HA RESUELTO:  

 CONFIRMAR: y le impuso seis años y cuatro meses de pena privativa de la 

libertad efectiva; asimismo, dispuso el pago de cinco mil nuevos soles por concepto 

de reparación civil  
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Caso 3 

 

EXPEDIENTE 00035-2019-0-2801.SP.PE.OI-SENTENCIA DE VISTA 

RESOLUCIÓN NRO. 06 

Moquegua, 26 /06 / 2019 

 

De lo actuados por el Ministerio Público, endilga los siguientes hechos al procesado 

que: "Haber sometido a trato sexual a la menor de (14) años de edad de iniciales 

TSCM a mediados del mes de noviembre del año 2017, fue recogida del centro 

educativo Francisco Bolognesi Cervantes - por éste, junto a su menor hermana Eva, 

hija de aquel y la madre de la menor agraviada ambas llevadas a su casa, ubicada 

en Alto ILO - Santa Cruz H-14 - ILO, con la finalidad de que jugaran Play station 

en su habitación, y una vez dentro de la casa y de la habitación de éste, procedió a 

mandar a su menor hija Eva al segundo piso del inmueble a saludar a su abuela 

paterna ordenándole que no bajara hasta que él se lo mandará, para luego de ello, 

proceder a tirar en la cama a la menor agraviada, sacarle el pantalón y trusa y 

proceder a violarla, bajo las amenazas de que la golpearía si oponía resistencia y 

luego golpearía a su madre si la menor avisaba de lo que sucedería, para luego 

proceder a penetrarla con su miembro viril en su vagina hasta eyacular en ella y 

dejarla en estado de embarazo". 

 

Estos hechos fueron calificados jurídicamente como delito de Violación Sexual de 

Menor tipificado en el artículo 173.2 del Código Penal. 

 

FUNDAMENTOS DEL COLEGIADO. 

Establecidas esas premisas normativas adicionales, del iter procesal el imputado no 

aceptó los hechos imputados. En el juicio oral (plenario), como se ha resaltado en 

la sentencia impugnada, el recurrente en un primer momento ha negado 

expresamente los hechos que se le imputan, es decir, no reconoció los cargos que 

el Ministerio Público le estaba abonando en su cuenta personal. Posteriormente 

indicó que tuvieron relaciones sexuales con la agraviada -pero con el 

consentimiento de ella-. 
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Es decir, que mantuvo relaciones sexuales -consentidas- lo que equivale 

jurídicamente a indicar que su comportamiento estaba permitido por el 

consentimiento de la menor agraviada, deslizando la idea que carecía de tipicidad-

. 

Que se ha producido un hecho grave, como es el que el imputado accedió 

sexualmente a la menor agraviada que tenía menos de catorce años de edad, hija de 

su conviviente aprovechando circunstancias de familiaridad, lo que de por sí 

requiere un mayor reproche; esos hechos inclusive por lo menos temporalmente han 

frustrado el -proyecto de vida de la menor agraviada-, es que la embarazó, pasando 

la menor que está en pleno estado de inmadurez protegida legalmente- a custodiar 

y cuidar a un niño su menor hijo producto de un abuso sexual, razones que inclusive 

hubiera de ser el caso permitido imponer el máximo de la pena; lo que no se puede 

realizar en razón a que el único que interpuso el recurso impugnativo es el 

sentenciado, por lo que no se puede perjudicar aún más su situación jurídica, no 

puede darse la "reforma en peor", cuando se es el único impugnante. 

HA RESUELTO: CONFIRMAR: al autor del delito contra la Libertad Sexual en 

su modalidad de violación de la libertad sexual previsto en el artículo 173 0 inciso 

2 del Código Penal en agravio de la menor de iniciales T.S.C.M, imponiéndole la 

pena de TREINTA AÑOS DE PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD EFECTIVA, 

disponiéndose ejecución inmediata. Fijando por concepto de reparación civil la 

suma de CINCO MIL SOLES  
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Caso 4 

EXPEDIENTE: 00893-2018-83-2801-JR-PE-OI SENTENCIA DE VISTA 

RESOLUCIÓN NÚMERO DIEZ: 

Moquegua, 23/10/2019 

 

FUNDAMENTOS DE LA RESOLUCIÓN APELADA 

La sentencia condenatoria contiene en resumen los siguientes fundamentos: 

 

a. La menor agraviada en su entrevista única en cámara Gesell, señala que su tío 

Cristian la había violado, eso sucedió en su casa, ubicada al lado de su casa, en 

su cuarto. Antes estaba jugando pelota con sus primos al frente de su casa, 

querían jugar a la pelota y su tío le dijo que tenía una pelota en su cuarto, donde 

la hizo ingresar, le dijo: "tío donde está la pelota", pero él cerró la puerta y la 

empujó a la cama, el cuarto estaba en el patio trasero; la acomodó boca abajo, 

le tapó la boca, le bajó el pantalón, procediendo a violarla por atrás, metía sus 

partes íntimas por atrás, lo metía y sacaba. Luego escapó, les dijo a sus primos 

que se iba a descansar, yéndose con su hermanita. 

 

b. La declaración de la menor MKTR es completa, es decir, se han justificado y 

señalado todas las circunstancias que directa e indirectamente tienen relación 

con el relato referido al evento negativo. También es exhaustivo porque se 

expresan detalles resaltantes del evento negativo. El relato no presenta 

contradicción alguna, es un relato largo, continuo y uniforme. 

 

c. Respecto a la incredibilidad subjetiva, no se ha evidenciado odio ni enemistad 

en la menor, máxime; que en el presente caso el abogado defensor no ha 

planteado ningún supuesto de incredibilidad, no sea evidenciado indicadores 

que permitan suponer que la menor agraviada mienta y lo haga por algún 

motivo espurio, aunándose a ello que estamos ante una menor de edad de 09 

años que está en proceso de desarrollo cognitivo que le permita diferenciar 

correctamente los sentimientos como el amor, odio, enemistad y/o venganza. 

A este respecto la Defensa ha pretendido sostener el sentimiento de odio y/o 
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enemistad, pero en relación al padre de la menor Roque Ronald Tapia Enríquez, 

sin embargo, no se ha evidenciado este extremo en particular. 

 

d. Respecto a la verosimilitud de la incriminación, la versión brindada por la 

menor agraviada resulta ser coherente y sólida; espontánea, natural, no ha sido 

sugestionada o inducida. Esta versión está corroborada con la declaración de la 

testigo María Eugenia Ramírez Pomareda quién señaló que el acusado vive 

La Perito María Carmela Dávalos Rojas sobre los certificados médicos legales 

número 004900-IS y 000493-PF-AR, explicó que los dos informes los ha hecho 

de manera conjunta con Jorge Manuel Bustinza Valer. Se advierte un desgarro 

incompleto himenial en la vagina, que este desgarro si puede ser ocasionado 

con la introducción del pene, los pliegues en el ano cuando están borrados es 

compatible con una penetración, el borramiento de pliegues está dentro de una 

data antigua. El perito Juan David Tapara Quispe manifestó ser autor del 

protocolo de pericia psicológica N O 000347-2018-PSC, en su relato la menor 

Indica que ha sido abusada por familiar materno, que solo tenía de experiencia 

lo sucedido en la agresión, los síntomas manifestados si son compatibles con 

una agresión sexual, la niña teme de que el denunciado atente contra su familia, 

la reacción de la sintomatología es similar en las víctimas de abuso sexual, 

conforme a lo manifestado por la menor sí hay concordancia, no se ha advertido 

contradicciones.  

e. Se ha acreditado que la menor MKTR en el año 2015, contaba con nueve años 

de edad y lo que protege la normal penal es la indemnidad o intangibilidad 

sexual de la menor agraviada 

 

EVALUACIÓN JURÍDICA DEL CASO 

El relato de la menor ha sido evaluado conforme a los criterios de valoración 

indicados en el Acuerdo Plenario N O 002-2005/CJ-116,  

Respecto a la verosimilitud de la incriminación, se tiene que la agraviada MKTR 

pasó reconocimiento médico legal el 29 de diciembre de 2017, extendiéndose el 

certificado médico legal N O 004900, donde se consigna, al examen ginecológico 

se evidencia membrana himeneal de tipo anular con desgarro incompleto con 
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bordes nacarados. Al examen proctológico, se evidencia borramiento de pliegues 

anales a horas III, con ligera hipotonía de esfínter anal. Conclusiones: Presenta 

signos de desfloración de membrana himeneal antigua. Presenta signos de acto 

contra natura. Certificado suscrito por los peritos María Carmela Dávalos Rojas y 

Jorge Manuel Bustinza Valer  

El certificado médico N O 00493, suscrito por dichos peritos, se aclara que el acto 

contra natura es de data antigua. 

La pericia psicológica elaborada por el médico Juan David Tapara Quispe, quien 

concurrió a juicio oral, corrobora que la menor está afectada, lloraba en la entrevista 

al describir detalles de la agresión vivenciada, concluyendo que la menor presenta 

leve reacción de ansiedad ante descubrimiento de abuso contra ella. El psicólogo 

explicó en juicio que no se ha advertido contradicciones en su declaración, la 

reacción de la sintomatología es similar en las víctimas de abuso sexual, al momento 

de relatar ha evidenciado emociones de tristeza y llanto. Además, dijo que la menor 

tenía temor que el acusado pueda atentar contra su familia. Este informe corrobora 

el estado emocional de la menor por los hechos ocurridos. 

 

CONFIRMARON la sentencia 020-2019, de fecha once de julio de dos mil 

diecinueve, que condena a Cristian Martín Mendoza Pomareda, como autor de la 

comisión del delito contra la libertad sexual en la modalidad de violación sexual de 

menor, previsto en el artículo 173 inciso 1 del Código Penal, en agravio de la menor 

de iniciales MKTR; y como tal le impone la pena privativa de la libertad de cadena 

perpetua, que se ejecutará inmediatamente; y fijan por concepto de reparación civil 

la suma de tres mil soles  
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Caso 5 

EXPEDIENTE: 00125-2017-0-2801-SP-PE-01 ESPECIALISTA:  

SENTENCIA DE VISTA  

 

Resolución No. 05-2017 31/10/ 2017 

SEGUNDO. - DE LA IMPUTACION DEL MINISTERIO PÚBLICO. -  A.- 

Imputación fáctica. -   

El Ministerio Público, en la acusación fiscal (corre en el cuaderno de acusación 

fiscal objeto de control en la etapa intermedia), le imputa al acusado Wilber Wilian 

Choque Castillo haber  abusado sexualmente contra su voluntad por vía vaginal a 

la menor de iniciales N. A. Z. J., de trece años de edad, se le atribuye que abusando 

de la confianza de la menor en referencia, en razón de ser su tío por vía materna, el 

acusado (de treinta años), iba al domicilio de la menor agraviada en el Anexo de 

Challahuayo sin número, Distrito de Omate, aparentemente cuando se encontraba 

en estado de ebriedad, en circunstancias precisas cuando la madre de la citada 

menor doña Amanda Pilar Jove Colque no se encontraba en su domicilio, cuya 

ausencia fue aprovechada por el acusado para someter sexualmente a la menor 

agraviada de iniciales N. A. Z. J., lo que ha sucedido hasta en dos oportunidades, a 

saber:  

A.1.- El primer hecho.- En el periodo vacacional del mes de febrero del año dos mil 

catorce, cuando la menor agraviada de iniciales N. A. Z. J., tenía doce años de edad, 

en circunstancias que estaba en su cuarto junto con sus menores hermanas, al tocar 

la puerta el acusado, la menor agraviada salió a ver quién tocaba la puerta, el 

acusado corrió para darle alcance, y la jala de la mano sin que la menor pueda 

soltarse, posteriormente la llevó a la cocina, lugar donde la comenzó a tocar, a bajar 

el pantalón, y a someterla sexualmente, penetrándola vaginalmente, lo que ha sido 

en contra de la voluntad de la menor agraviada, al intentar la menor agraviada gritar, 

el acusado le tapó la boca, y no le dejó gritar, agarrándole de las manos, procediendo 

a someter sexualmente a la menor agraviada contra su voluntad, cuando terminó de 

someter sexualmente a la menor agraviada, el acusado le amenazó con matar a una 

de sus hermanas si le decía a su señora madre; y,  
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A.2.- El segundo hecho.- A fines del mes de agosto del dos mil quince, en 

circunstancias que la señora Amanda Pilar Jove Colque madre de la menor 

agraviada y su abuelita bajaron donde su tío quien vive en el Anexo de Quinistacas 

sin número del Distrito de Omate, quedándose en la casa la menor agraviada de 

iniciales N. A. Z. J., por indicación de su madre al cuidado de sus hermanitas 

menores, asimismo, también le indica a la menor agraviada que iba a dar alcance a 

la abuela de la menor agraviada de nombre Ruth. La menor agraviada ante esta 

situación se quedó esperando a su señora madre, momentos que tocaron la puerta, 

que al ladrar su perrita de nombre Sasi, y, posteriormente gritar la perrita, debido a 

que el acusado había golpeado al animalito. Posteriormente, el acusado ingresa al 

domicilio de la menor agraviada, y cuando la menor agraviada se dirigía al baño a 

miccionar el acusado se encontraba parado en la puerta del baño, que al ver esto la 

menor agraviada le gritó que se fuera; es en ese momento que la menor agraviada 

corre a su cuarto, cuando se disponía cerrar su puerta es que el acusado empujó la 

puerta, y logra ingresar al cuarto, precisos instantes en que sus hermanas menores 

dormían, y por protegerlas es que la menor agraviada no grita, y nuevamente a 

jalones, el acusado lleva a la menor agraviada a la cocina de su casa, que ya estando 

fuera del cuarto empezó a gritar la menor agraviada y el acusado le tapa la boca con 

su mano, y con la otra mano empezó a bajarle el pantalón, y volvió a penetrarle 

sexualmente por vía vaginal; nuevamente el acusado le amenazó a la menor 

agraviada de iniciales N. A. Z. J., con matar a una de sus hermanas si le decía a su 

señora madre.  

 

PRUEBAS 

3.3.- El Perito Médico Legista Américo Luciano Cortes Quincho dijo que ha 

elaborado el  

En el Certificado Médico Legal N° 003815-IS, se llevó a cabo un examen detallado 

de la menor en posición ginecológica, con el fin de inspeccionar sus genitales. 

Durante esta evaluación, se descubrió un himen con un desgarro anular completo, 

caracterizado por una ruptura que se extiende desde la base del himen hasta su 

abertura. Este desgarro fue clasificado como antiguo, debido a que los bordes 

cicatrizados presentaban un engrosamiento y una retracción, resultando en una 
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apertura separada. Se considera que un desgarro es antiguo cuando la datación 

supera los ocho días, coincidiendo las conclusiones con esta definición. 

 

Por otro lado, la perito psicóloga Paula Gabriela Arévalo Nieto, durante el juicio, 

compartió sus hallazgos basados en el Protocolo de Pericia Psicológica N° 000165-

2015-PSC. Este informe se elaboró tras una entrevista única con la menor, en la 

cual se exploraron diversos aspectos de su vida personal y familiar, así como 

detalles sobre los hechos. Se identificó que la niña posee una personalidad 

introvertida, mostrándose poco sociable y tendiendo a reprimir sus emociones, con 

comunicación limitada con sus padres. Se observó en ella una leve ansiedad. La 

menor mostró síntomas indicativos de haber sufrido abuso sexual, entre los que se 

incluyen la experimentación de sueños o pesadillas relacionados con el trauma 

vivido. En este contexto, se destacó el apoyo significativo brindado por la madre. 

Otros síntomas mencionados fueron un leve dolor de cabeza y una actitud reservada 

hacia su sexualidad, acompañada de vergüenza por los sucesos, lo cual ha derivado 

en una alteración emocional leve. 

 

HA RESUELTO: 

  

PRIMERO. - Fijan por reparación civil la suma de cinco mil soles este extremo. 

Le impusieron veinticinco años de pena privativa de la libertad efectiva, la que 

teniendo en cuenta que el sentenciado se encuentra internado en el Establecimiento 

Penal de Samegua desde el veintinueve de abril del dos mil diecisiete la pena 

vencerá el veintiocho de abril del año dos mil cuarenta y dos.  
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Caso 6 

EXPEDIENTE: 00105-2017-0-2801-SP-PE-01 ESPECIALISTA:  

SENTENCIA DE VISTA  

 

 Resolución No. 08-2017.- Moquegua, veintisiete de octubre de dos mil diecisiete  

  

SEGUNDO. - DE LA IMPUTACION DEL MINISTERIO PÚBLICO. -   

El Ministerio Público, en la acusación fiscal (corre en el cuaderno N° 7 de acusación 

fiscal objeto de control en la etapa intermedia), al acusado Víctor Hugo Torres 

Espinoza le imputa en lo relevante lo siguiente:   

A.- Imputación fáctica.  

1.- Que tuvo acceso carnal por vía vaginal con la menor de edad de iniciales 

C.A.D.A. cuando ésta tenía trece años de edad, y producto de este acceso tuvo un 

hijo que lo ha  reconocido en la Municipalidad Provincial de Ilo; y el acusado sabía 

plenamente la edad que tenía la menor; hecho ocurrido por el mes de setiembre del 

año 2014 quedando la menor embarazada, y la misma menor agraviada ha 

mencionado que se encontraba embarazada para el imputado, por cuanto había 

mantenido relaciones sexuales vía vaginal con Víctor Hugo Torres Espinoza.- 2.- 

Menciona como antecedente que el acusado ya venía teniendo acceso carnal con la 

menor desde que ella tenía doce años de edad, lo que dio lugar a un proceso penal 

que culminara con sentencia absolutoria porque se determinó que había error de 

tipo y que el acusado no conocía la edad de la menor; en este proceso el acusado y 

su abogado participaron de la entrevista única de la menor agraviada escuchando el 

relato de la menor el veintiséis de febrero del año dos mil catorce en el que tomó 

pleno conocimiento que la menor contaba con doce años de edad cuando tuvo 

relaciones sexuales que se le imputa en ese proceso anterior, y.  

 

En el transcurso del juicio, se presentó y verbalizó evidencia a través del testimonio 

del perito médico legista, Luis Erick Valencia Avalos. Este profesional realizó un 

análisis detallado basado en el Certificado Médico Legal N° 880-IS, 

correspondiente a la evaluación física de la menor identificada por las iniciales 

C.A.D.A., llevada a cabo el veintitrés de marzo de dos mil quince. En su evaluación, 
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el perito destacó que, al momento del examen físico, la menor exhibía un abdomen 

globuloso, un signo que indicaba un posible embarazo, lo cual se veía reforzado por 

la presencia de múltiples estrías en ambos flancos. Según los conocimientos 

fisiológicos y médicos aplicados, esta condición era consistente con un embarazo 

de aproximadamente veintitrés semanas de gestación. Esta conclusión fue 

adicionalmente respaldada por un informe ecográfico datado el once de marzo de 

dos mil quince, el cual fue firmado por el Dr. José Umiña Taipe y aportado a la 

evaluación por la menor examinada. 

 

La Historia Clínica N° 31465, correspondiente a la menor identificada por las 

iniciales C.A.D.A., fue documentada en el Centro de Salud ACLAS Alto Ilo y 

remitida mediante el Oficio N° 37-15-DRSM-RED-SALUD ILOASOC.CLAS AI.-

J, fechado el veinte de marzo de dos mil quince, bajo la autoría de la Lic. Roxana 

Roque Velásquez. Esta documentación revela que, el veintisiete de noviembre de 

dos mil catorce, la menor acudió a una consulta en el área de psicología, 

acompañada de su madre. Durante la consulta, la madre informó que su hija había 

sido víctima de abuso sexual por parte de un joven de veinticinco años y que, como 

consecuencia, la menor se encontraba embarazada, estando en ese momento con 

dos meses de gestación. La profesional a cargo del análisis indicó que la paciente 

mostraba síntomas de ansiedad, tristeza, inclinación al llanto, trastornos del sueño 

y problemas digestivos, diagnosticando un episodio depresivo junto con problemas 

asociados a la violencia y abuso sexual sufridos. 

 

Por otra parte, la Historia Clínica N° 44890, también perteneciente a la menor 

C.A.D.A., fue registrada en el Hospital Ilo. Esta historia clínica evidencia que, el 

24 de junio de 2015, la paciente, de catorce años de edad, fue ingresada al servicio 

de hospitalización por personal de salud, presentando una gestación avanzada de 39 

semanas. El día siguiente, 25 de junio de 2015, la menor dio a luz a un varón nacido 

vivo, marcando un punto crítico en su atención médica y su experiencia personal, 

reflejando las consecuencias directas del abuso sufrido y el seguimiento médico 

correspondiente a su estado de gestación. (…)  
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HA RESUELTO:   

  

CONFIRMAR: fija en tres mil soles el monto de reparación civil a favor de la 

menor agraviada de iniciales C.A.D.A., Le impusieron cuatro años de pena 

privativa de la libertad suspendida  

 

Normalidad 

La tabla 3 que has proporcionado muestra los resultados de las pruebas de 

normalidad de Kolmogorov-Smirnov para cinco variables distintas. Esta prueba es 

utilizada para determinar si una muestra proviene de una distribución normal. 

 

Para cada variable, se proporcionan tres valores: 

Estadístico: Es el valor de D en la prueba de Kolmogorov-Smirnov, que es la 

máxima distancia entre la función de distribución acumulativa de la muestra y la 

función de distribución acumulativa normal esperada. gl (grados de libertad): 

Normalmente en la prueba de Kolmogorov-Smirnov, los grados de libertad no se 

aplican de la misma manera que en otras pruebas estadísticas como la chi-cuadrado 

o t de Student. Aquí, el número 97 podría representar el tamaño de la muestra menos 

uno (N-1), si es que se ha calculado de esta manera. 

 

Sig. (Significancia): Es el valor p, que indica la probabilidad de observar los datos 

actuales (o más extremos) asumiendo que la hipótesis nula es cierta. La hipótesis 

nula para esta prueba es que los datos siguen una distribución normal. 

 

Analizando los resultados: 

Para todas las variables, el valor p (Significancia) es 0.000, lo que indica que los 

resultados son estadísticamente significativos a un nivel común de alfa de 0.05. Esto 

significa que hay evidencia suficiente para rechazar la hipótesis nula de normalidad 

y concluir que las distribuciones de estas variables no son normales. 

 

Los valores del estadístico D varían desde 0.206 hasta 0.289. Estos valores, en el 

contexto de la prueba de Kolmogorov-Smirnov, indican la distancia máxima entre 
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la distribución empírica de los datos y la distribución normal esperada. Mientras 

más pequeño es el valor, más cercana está la distribución de la muestra a una 

distribución normal. Sin embargo, en este caso, todos los valores son 

suficientemente grandes como para rechazar la hipótesis de normalidad. 

 

En conclusión, según los resultados de la prueba de Kolmogorov-Smirnov, ninguna 

de las cinco variables sigue una distribución normal. Esto puede tener implicaciones 

importantes para el análisis estadístico subsecuente, ya que muchos tests y modelos 

paramétricos asumen la normalidad de los datos. Sería recomendable considerar 

métodos no paramétricos o transformaciones de los datos que puedan corregir la 

falta de normalidad antes de realizar análisis adicionales. 

 

Tabla 3 

Pruebas de normalidad 

 

Kolmogórov-Smirnov 

Estadístico gl. Sig. 

V1: Afectación a la Libertad 

sexual 

0.289 97 0.000 

V2: Determinación de pena 0.206 97 0.000 

Autonomía Personal 0.231 97 0.000 

Protección de Grupos Vulnerables 0.228 97 0.000 

Reparación y Sanción 0.235 97 0.000 

Nota. Data generada y desarrollada en la pesquisa  

 

 

1. La tabla 4 proporcionada muestra los coeficientes de correlación de 

Spearman entre dos variables: "V1: Afectación a la Libertad sexual" y "V2: 

Determinación de pena". El coeficiente de correlación de Spearman es una 

medida no paramétrica de la correlación de rango (dependencia estadística 

entre los rangos de dos variables). 

 

Aquí está el análisis de la tabla: 
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Entre "Afectación a la Libertad sexual" y "Determinación de pena", el 

coeficiente es de 0.782, lo que indica una correlación positiva moderada a 

fuerte entre estas dos variables. Esto significa que cuando los valores de una 

variable aumentan, los valores de la otra variable tienden a aumentar en una 

manera predecible. 

 

Significancia (unilateral): El valor p para la correlación entre las dos 

variables es 0.000, lo que indica que la correlación es estadísticamente 

significativa. Un valor p tan bajo sugiere que la probabilidad de obtener una 

correlación de rango tan fuerte como 0.782 o mayor por casualidad es 

prácticamente nula, asumiendo que no hay correlación en la población de 

donde se extrajo la muestra. 

 

N: El número de observaciones es 97 para ambas variables, lo que 

proporciona una base razonable para la fiabilidad de la estimación de la 

correlación. 

 

Los asteriscos (**) junto al coeficiente de correlación de 0.782 indican que 

la correlación es significativa al nivel 0.01 (99% de confianza), aunque la 

tabla no especifica si este valor es para una prueba de dos colas o de una 

cola, la columna "Sig. (unilateral)" sugiere que los valores p reportados son 

para una prueba unilateral. Sin embargo, en la práctica, a menudo se prefiere 

la prueba bilateral, por lo que sería importante confirmar la intención del 

análisis. 

 

En conclusión, existe una correlación positiva significativa entre la 

"Afectación a la Libertad sexual" y la "Determinación de pena". Esto podría 

indicar que, en el contexto estudiado, los casos con mayor afectación a la 

libertad sexual podrían estar asociados con determinaciones de pena más 

severas. Sin embargo, es importante recordar que la correlación no implica 
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causalidad, y se deben considerar otros factores y realizar análisis 

adicionales para entender completamente la relación entre estas variables. 

 

Tabla 4 

Correlaciones 

 

V1: Afectación 

a la Libertad 

sexual 

V2: 

Determinación de 

pena 

Rho de 

Spearma

n 

V1: Afectación a 

la Libertad sexual 

Coeficiente de 

correlación 

1.000 ,782** 

Sig. (unilateral) 
 

0.000 

N 97 97 

V2: 

Determinación de 

pena 

Coeficiente de 

correlación 

,782** 1.000 

Sig. (unilateral) 0.000 
 

N 97 97 

Nota. Data generada y desarrollada en la pesquisa  

 

 

2. La tabla 5 muestra los resultados entre dos variables: "Autonomía Personal" 

y "V2: Determinación de pena". La correlación de Spearman evalúa la 

relación monótona entre dos variables continuas o de orden. 

 

La correlación entre "Autonomía Personal" y "Determinación de pena" es 

de 0.698, lo que indica una correlación positiva moderada entre estas dos 

variables.  

Significancia (unilateral): El valor p es 0.000 para la correlación entre 

"Autonomía Personal" y "Determinación de pena", lo cual es 

estadísticamente significativo. Esto sugiere que es muy improbable que la 

correlación observada se deba al azar (bajo la hipótesis nula de que no hay 

correlación). 

La correlación es significativa al nivel 0.01, lo que proporciona un nivel de 

confianza del 99% contra la hipótesis nula de que no hay correlación. 

El tamaño de la correlación es sustancial, lo que sugiere que las dos 

variables están relacionadas de manera más que trivial. Sin embargo, como 
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siempre, la correlación no indica causalidad, y se deben realizar 

investigaciones adicionales para comprender la naturaleza de esta relación.  

 

Tabla 5 

Correlaciones 

 

Autonomía 

Personal 

V2: 

Determinaci

ón de pena 

Rho de 

Spearman 

Autonomí

a Personal 

Coeficiente de 

correlación 

1.000 ,698** 

Sig. 

(unilateral) 

 
0.000 

N 97 97 

V2: 

Determina

ción de 

pena 

Coeficiente de 

correlación 

,698** 1.000 

Sig. 

(unilateral) 

0.000 
 

N 97 97 

Nota. Data generada y desarrollada en la pesquisa  

 

3. La tabla 6 muestra los resultados entre dos variables: "Protección de Grupos 

Vulnerables" y "V2: Determinación de pena". Analicemos los datos: 

 

La correlación entre "Protección de Grupos Vulnerables" y "Determinación 

de pena" es 0.740, lo que indica una relación positiva bastante fuerte entre 

estas variables. Esto sugiere que a medida que la protección de grupos 

vulnerables aumenta o disminuye, la determinación de la pena tiende a 

aumentar o disminuir de manera similar. 

 

Significancia (unilateral): El valor p reportado es 0.000, lo cual indica que 

la correlación es estadísticamente significativa.  
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La correlación de 0.740 indican que la correlación es significativa al nivel 

0.01, lo que significa que hay menos de un 1% de probabilidad de que esta 

correlación fuerte se deba al azar si asumimos que no hay relación entre las 

variables. 

Esto puede implicar que, en las decisiones judiciales o contextos analizados, 

cuando hay una mayor consideración hacia la protección de grupos 

vulnerables, esto podría estar asociado con determinaciones de pena más 

severas. Sin embargo, es crucial tener en cuenta que la correlación no 

implica causalidad, y se necesitan investigaciones adicionales para entender 

la naturaleza de esta relación y si hay factores contundentes o causales 

subyacentes. 

 

Tabla 6 

Correlaciones 

 

Protección 

de Grupos 

Vulnerables 

V2: 

Determinación 

de pena 

Rho de 

Spearman 

Protección de 

Grupos 

Vulnerables 

Coeficiente 

de 

correlación 

1.000 ,740** 

Sig. 

(unilateral) 

 
0.000 

N 97 97 

V2: 

Determinación 

de pena 

Coeficiente 

de 

correlación 

,740** 1.000 

Sig. 

(unilateral) 

0.000 
 

N 97 97 

Nota. Data generada y desarrollada en la pesquisa  
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4. La tabla 7 muestra la correlación entre "Reparación y Sanción" y 

"Determinación de pena" es de 0.745. Esto indica una correlación positiva 

bastante fuerte, sugiriendo que cuando la medida de "Reparación y Sanción" 

aumenta, también tiende a aumentar la "Determinación de pena", y 

viceversa. 

5.  

Significancia (unilateral): Con un valor p de 0.000, la correlación es 

estadísticamente significativa. La correlación es altamente significativa 

estadísticamente al nivel 0.01 (99% de confianza). Esto refuerza la idea de 

que la relación entre las variables no se debe al azar. 

 

En conclusión, los resultados muestran una correlación positiva fuerte y 

estadísticamente significativa entre "Reparación y Sanción" y 

"Determinación de pena". Este resultado sugiere que puede haber una 

relación sistemática entre cómo se determina la reparación y sanción en un 

caso y la severidad de la pena impuesta. Sin embargo, como con cualquier 

análisis de correlación, se debe tener cuidado de no interpretar esto como 

una relación de causa y efecto sin una investigación más profunda.  
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Tabla 7 

Correlaciones 

 

Reparación 

y Sanción 

V2: 

Determinación 

de pena 

Rho de 

Spearman 

Reparación y 

Sanción 

Coeficiente 

de 

correlación 

1.000 ,745** 

Sig. 

(unilateral) 

 
0.000 

N 97 97 

V2: 

Determinación 

de pena 

Coeficiente 

de 

correlación 

,745** 1.000 

Sig. 

(unilateral) 

0.000 
 

N 97 97 

Nota. Data generada y desarrollada en la pesquisa  

 

4.3.  Discusión de resultados.  

 

Afectación a la libertad sexual 

 

(Martínez Gonzáles et al., 2012) nos señala la Importancia de la prueba 

en delitos contra la indemnidad sexual - Subraya el peso de las 

declaraciones de la víctima en delitos sexuales, especialmente en casos 

de violación, para la valoración judicial de la prueba. En contrario  

(Flores Chamorro, 2019) concluye que no existe una alta correlación 

entre la prueba pericial y la determinación de delitos de violación 

sexual, sugiriendo mejoras en la capacitación sobre la ciencia aplicada 

a la investigación de estos delitos. Entonces en lo que es Peritaje y el 
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delito de violación sexual, no se encontró concordancia significativa 

entre la prueba pericial y el delito de violación sexual de menores, 

recomendando mayor capacitación en ciencias aplicadas a la 

investigación. (Arias Palomino de Carnero, 2023) Analiza la eficacia 

de las declaraciones y pruebas en delitos sexuales contra menores, 

destacando la necesidad de cumplir con criterios específicos para su 

valoración. Evaluación de declaraciones en delitos de violación de 

menores, destaca la relevancia de establecer criterios claros para la 

valoración de pruebas y evitar la revictimización. 

(Podesta Rojas, 2022) en el Análisis de la agravante por estado de 

embriaguez en delitos sexuales - Cuestiona la pertinencia de incluir la 

embriaguez del autor como agravante en delitos de violación sexual en 

la legislación peruana. Ley N° 30838 y la agravante por estado de 

embriaguez en violencia sexual, analiza la legislación comparada y la 

relevancia de la agravante por embriaguez en el delito de violación. 

(Yaranga Serrano, 2018) Aborda el problema de la generación de 

pruebas en casos de violación sexual y propone soluciones para mejorar 

la situación. La investigación destacó la necesidad de mejorar la 

producción de medios probatorios en delitos de violación sexual. 

(Vásquez Boyer, 2010) Consentimiento de la víctima en delitos de 

violación sexual de menor - Establece la edad y condiciones bajo las 

cuales el consentimiento puede ser considerado válido en casos de 

violación de menores. El consentimiento de la víctima en el delito de 

violación sexual de menor de edad: La investigación encontró que un 

porcentaje significativo de adolescentes ha tenido actividad sexual, 

relevante para discusiones sobre consentimiento. 

(Palomino Romero, 2018) Pruebas periciales en delitos de violación 

sexual - Evalúa cómo las pruebas periciales aportadas por la Policía 

Nacional del Perú impactan en la resolución de delitos de violación 

sexual. Pruebas periciales del delito de violación sexual: Los resultados 

mostraron un incremento en la realización de pericias psicológicas, 

destacando la importancia de estas para la investigación de delitos 
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sexuales. (Alache Gonzales, 2017) Analiza la relación entre la 

valoración de la prueba y la determinación de delitos de violación 

sexual, destacando la importancia de una correcta valoración 

probatoria, concluye que la valoración de la prueba es crucial para la 

condena en casos de violación, pero esta debe ser analizada 

críticamente. 

(Sáenz García, 2018) Examina las consecuencias de declarar 

inconstitucional el delito de violación sexual en la lucha contra la 

prostitución infantil. La investigación concluye que la declaración de 

inconstitucionalidad debilita la lucha contra la prostitución infantil, 

permitiendo mayor vulnerabilidad para los menores. 

 

Con Autonomía Personal 

 

(Martínez Gonzáles et al., 2012) Importancia de la prueba en delitos 

contra la indemnidad sexual - Subraya el peso de las declaraciones de 

la víctima en delitos sexuales, especialmente en casos de violación, para 

la valoración judicial de la prueba. La investigación sugiere que las 

declaraciones de la víctima tienen un peso considerable en la valoración 

de la prueba en delitos sexuales, especialmente en casos de violación. 

Valoración judicial de la prueba en delitos de violación sexual a 

menores - Determina las condiciones que debe cumplir la declaración 

de la víctima para que el juez condene en casos de delitos contra la 

libertad sexual. (Martínez Gonzáles et al., 2012) en delitos contra la 

indemnidad sexual, la investigación sugiere que las declaraciones de la 

víctima tienen un peso considerable en la valoración de la prueba en 

delitos sexuales, especialmente en casos de violación. La determinación 

precisa del consentimiento y la consideración adecuada de la edad en 

casos de violación sexual de menores son críticas para la adjudicación 

justa. 

Con protección de Grupos Vulnerables 
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(Espinoza Soto, 2023) en la pesquisa Efectividad de los criterios de 

evaluación en violencia contra la mujer - Indica que los criterios de 

evaluación actuales no son suficientes para otorgar medidas de 

protección efectivas a las víctimas de violencia de género. Se encontró 

que los criterios de evaluación actuales no son suficientes para 

garantizar medidas de protección efectivas para las víctimas. 

(Barrientos Bustos & Daza Puerta, 2022) en Relevancia de la entrevista 

única en delitos sexuales contra menores - Enfatiza la importancia de la 

entrevista única (cámara Gesell) y la evaluación médica y psicológica 

en casos de violencia sexual contra menores. Enfatiza la necesidad de 

mejorar los criterios de valoración de pruebas y la protección 

psicológica a las víctimas. 

La garantía de la no revictimización en delitos sexuales: Se plantea que 

la práctica de nuevos exámenes puede afectar el derecho a la defensa, 

destacando la importancia de equilibrar la protección de las víctimas y 

los derechos del procesado. (Flores Chamorro, 2019) en Peritaje y 

delito de violación sexual en Huancayo - Concluye que no existe una 

alta correlación entre la prueba pericial y la determinación de delitos de 

violación sexual, sugiriendo mejoras en la capacitación sobre la ciencia 

aplicada a la investigación de estos delitos. No se encontró 

concordancia significativa entre la prueba pericial y el delito de 

violación sexual de menores. (Arias Palomino de Carnero, 2023) 

Evaluación de declaraciones en delitos de violación de menores - 

Analiza la eficacia de las declaraciones y pruebas en delitos sexuales 

contra menores, destacando la necesidad de cumplir con criterios 

específicos para su valoración. Evaluación de declaraciones en delitos 

de violación de menores: Destaca la relevancia de establecer criterios 

claros para la valoración de pruebas y evitar la revictimización. El 

estudio en Violencia sexual en mujeres de Porto Alegre, destaca un 

incremento en la agresión física y mental en víctimas de violencia 

sexual, con un enfoque en la prevención y atención a las víctimas. 

Análisis crítico jurídico sobre la no revictimización y valoración de la 
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prueba: La tesis propone alternativas para garantizar la no 

revictimización y una valoración justa de la prueba en delitos sexuales, 

destacando la importancia de un enfoque equilibrado. 

 

Reparación y Sanción 

 

(Robles Blacido, 2017) en Valoración de pericias psicológicas y 

psiquiátricas en la determinación de la pena - Examina el rol de las 

pericias psicológicas y psiquiátricas en la determinación de la pena en 

delitos de violación sexual a menores. Los resultados sugieren 

diferencias en la percepción sobre la influencia de las pericias 

psicológicas y psiquiátricas en la determinación de penas por violación 

sexual a menores. 

(Carrasco Gabriel, 2018) señala la importancia del Examen médico 

legal por violación de adultos - Destaca la importancia y decisividad de 

los exámenes médicos legales en la determinación de la responsabilidad 

en delitos de violación de adultos. Los resultados indican que los 

exámenes médicos legales son decisivos en la determinación de la 

responsabilidad por violación sexual de adultos. 

Si bien hay posturas que observan relación entre medios de prueba y 

sanción punitiva también hay otras donde la efectividad puede relajarse. 

Así (Challco Gamero, 2014) en Admisión de pruebas de oficio en el 

sistema penal acusatorio garantista - Examina cómo la admisión de 

pruebas de oficio puede violar los principios de imparcialidad e 

igualdad de las partes en el sistema penal acusatorio, basado en estudios 

de casos y sentencias. Los resultados mostraron que la admisión de 

pruebas de oficio puede violar el principio de imparcialidad, con un 

24% de los procesos analizados utilizando pruebas de oficio. 

Las tesis presentadas abordan una amplia gama de temas relacionados 

con la prueba en el contexto jurídico, especialmente enfocadas en la 

violación sexual, la admisión de pruebas de oficio en sistemas penales, 
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la valoración judicial de la prueba, y el impacto de determinadas 

normativas o prácticas en la administración de justicia.  

De la misma manera (Valarezo Loayza, 2015) en el Análisis del sistema 

probatorio en el proceso civil ecuatoriano - Demuestra que la no 

adaptación de pruebas de oficio en procesos civiles afecta la correcta 

realización del proceso y propone beneficios de su implementación para 

la imparcialidad y efectividad judicial. Mejora de la figura probatoria 

de oficio en Ecuador - Propone mejorar la figura probatoria de oficio 

para aumentar la confianza en la justicia y demostrar la necesidad de su 

impulso en el sistema legal ecuatoriano. En el mismo sentido se hace 

comparaciones entre posturas en países donde la propuesta es siempre 

encontrar prueba válida que siga el debido proceso, en ese sentido 

(Alcaide González, 2012) en la exclusionary rule de EE.UU. y la prueba 

ilícita penal de España - Compara la regla de exclusión en EE.UU. con 

la prueba ilícita en España, demostrando influencias y similitudes entre 

ambos sistemas jurídicos en la valoración de pruebas obtenidas 

inconstitucionalmente. La exclusionary rule de EE.UU. y la prueba 

ilícita penal de España: La tesis encontró similitudes doctrinales entre 

ambos sistemas, enfatizando la importancia de la regla de exclusión y 

la prueba ilícita para proteger derechos fundamentales. El autor (Ruiz 

Jaramillo, 2017) en Derecho constitucional a la prueba en el código 

general del proceso colombiano - Estudia los valores constitucionales y 

el derecho internacional para definir la prueba como un derecho 

humano, analizando su vinculación con otras garantías 

constitucionales. El derecho constitucional a la prueba en el código 

general del proceso colombiano: Se destaca la importancia de la prueba 

como derecho humano y la eficacia de las pruebas periciales, 

obligatorias cuando lo ordene el juzgador. 

(Tapia & San Martin, 2019) cuando habla del himen complaciente y 

peritaje médico legal - Analiza la relevancia del himen complaciente en 

el peritaje médico legal y su impacto en la determinación de violaciones 

sexuales. Discute cómo las pruebas obtenidas ilegalmente afectan el 
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proceso judicial y la valoración de pruebas independientes en contextos 

legales. 

Resalta la importancia de la prevención y manejo adecuado de 

evidencia en casos de violencia sexual para evitar la impunidad y 

proteger a las víctimas. 

 

Se puede resumir: 

Que el examen médico legal en los delitos de violación sexual realizado 

contra adultos: Resalta la importancia y decisividad de los exámenes 

médicos legales en la determinación de la responsabilidad por violación 

de adultos. 

En la pesquisa resistencia y oposición al delito de violación sexual: 

Explora cómo el consumo de drogas o alcohol puede afectar la 

capacidad de resistencia u oposición de las víctimas en casos de 

violación sexual. 

La mayoría de las tesis tienen un enfoque en mejorar o cuestionar 

aspectos del sistema de justicia penal en relación con la violencia 

sexual, la valoración de pruebas, y la protección de las víctimas. 

Un tema recurrente es la preocupación por evitar la revictimización de 

las víctimas durante el proceso judicial, especialmente en casos de 

violación y violencia sexual. 

Las tesis abordan sistemas judiciales y contextos socio-culturales 

variados, incluyendo Ecuador, España, EE.UU., Colombia, y Perú, lo 

que introduce diferencias en las legislaciones y procedimientos 

judiciales analizados. 

Algunas tesis se enfocan en aspectos muy específicos de los delitos 

sexuales, como la "exclusionary rule" en EE.UU., el "himen 

complaciente", o la valoración de pruebas de oficio, mientras que otras 

tienen un alcance más amplio, como la valoración judicial de la prueba 

en delitos sexuales. 

Los objetivos varían significativamente, desde el análisis de la prueba 

de oficio en el sistema penal acusatorio hasta el impacto de la 



 

127 
 

despenalización de la violación en la lucha contra la prostitución 

infantil. 

Resultados Importantes 

Varios estudios concluyen que es esencial mejorar la valoración de 

pruebas en casos de violencia sexual para asegurar justicia efectiva y 

evitar la revictimización. 

La comparación entre sistemas judiciales revela diferencias 

significativas en la aplicación de leyes y procedimientos en casos de 

delitos sexuales, sugiriendo la necesidad de reformas y armonización 

de prácticas a nivel internacional. 

La necesidad de mejorar la educación y formación de los operadores de 

justicia en la valoración de pruebas y manejo de casos de violencia 

sexual para garantizar decisiones justas y evitar prejuicios. 

Estos puntos resaltan la complejidad de abordar los delitos sexuales 

dentro de los sistemas de justicia penal y subrayan la importancia de 

continuar investigando y reformando las prácticas judiciales para 

proteger los derechos de las víctimas mientras se garantiza un juicio 

justo para los acusados. 
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CAPÍTULO V:  

 

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

 

5.1.  Conclusiones  

1. Se ha probado que hay correlación positiva significativa entre 

"Afectación a la Libertad sexual" y "Determinación de pena" con 

un coeficiente de 0.782. 

En todos los casos, los valores p son extremadamente bajos (0.000), 

lo que confirma la significancia estadística de las correlaciones 

observadas, y el tamaño de la muestra de 97 proporciona una base 

sólida para estas conclusiones. Los asteriscos indican una 

significancia al nivel del 0.01, proporcionando un alto grado de 

confianza en que estas correlaciones no son producto del azar. 

La tendencia general sugiere que existe una asociación sistemática 

entre la severidad de la pena determinada y las variables 

relacionadas con la afectación a la libertad sexual. 

Es importante enfatizar que, aunque las correlaciones son 

significativas y fuertes, no establecen relaciones de causalidad.  

Estos hallazgos podrían ser un punto de partida para debates más 

amplios sobre la equidad y la consistencia en la determinación de 

penas, así como para la investigación adicional que explore las 

causas y las implicaciones de estas correlaciones observadas. 
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2. Se ha verificado que el nexo es estadísticamente significativo entre 

"Autonomía Personal" y "V2: Determinación de pena", con un 

coeficiente de Spearman de 0.698. Esta correlación moderada 

sugiere que existe una asociación entre los niveles de autonomía 

personal y la severidad de las penas asignadas, con valores más 

altos de autonomía personal asociados con determinaciones de 

pena más severas. 

La significancia estadística de esta correlación es robusta, con un 

valor p de 0.000, lo que implica que es altamente improbable que 

la correlación observada sea una coincidencia.  

 

Las correlaciones pueden surgir debido a una variedad de factores, 

incluyendo la posibilidad de que variables no incluidas en el 

análisis puedan influir en ambas variables estudiadas.  

 

3. Se ha contrastado que hay relación positiva y estadísticamente 

significativa entre "Protección de Grupos Vulnerables" y "V2: 

Determinación de pena", como lo demuestra el coeficiente de 

Spearman de 0.740. Esta correlación sugiere que las sentencias 

pueden ser más severas en casos donde se considera la protección 

de grupos vulnerables como un factor significativo. 

El valor p de 0.000 fortalece la confianza en que esta correlación 

no es producto del azar. 

La significancia al nivel 0.01 indica que hay una alta confianza en 

que la relación no es una coincidencia.  

Los hallazgos revelan una asociación que merece la pesquisa para 

en perspectiva elaborar políticas judiciales y prácticas para 

asegurar que la justicia se administre de manera equitativa y justa, 

especialmente en lo que respecta a los grupos vulnerables. 

 

4. Se ha colegido que los resultados presentados es que hay una fuerte 

correlación positiva y estadísticamente significativa entre las 
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variables "Reparación y Sanción" y "V2: Determinación de pena", 

con un rho  de Spearman de 0.745. Esta correlación sugiere que 

existe una tendencia en la que casos que implican mayores 

reparaciones y sanciones están asociados con sentencias más 

severas. 

La significancia estadística de la correlación, subrayada por un 

valor p de 0.000, implica que es extremadamente improbable que 

esta relación se haya presentado por casualidad en la muestra de 

tamaño 97. 

 

5.2.  Recomendaciones  

1. Basado en los análisis presentados, la recomendación sería la 

siguiente: 

Dada la correlación significativa encontrada entre la "Afectación a 

la Libertad sexual" y la "Determinación de pena", así como otras 

correlaciones similares observadas con variables como "Autonomía 

Personal", "Protección de Grupos Vulnerables" y "Reparación y 

Sanción", es recomendable llevar a cabo estudios detallados para 

entender las dinámicas subyacentes a estas relaciones. Estos estudios 

podrían incluir: 

Aunque las correlaciones son significativas, no se puede inferir 

causalidad directamente. Se deben realizar estudios que utilicen 

modelos estadísticos más complejos, como modelos de ecuaciones 

estructurales, para explorar las posibles relaciones causales entre las 

variables. 

Para comprender mejor estas correlaciones, es esencial controlar 

otros factores que puedan estar influyendo en las relaciones, como 

el contexto socioeconómico, el género, la edad, o precedentes 

legales. 

Complementar con métodos cualitativos podría proporcionar una 

visión más profunda sobre cómo y por qué ciertas variables están 

asociadas con la determinación de la pena. 
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Si se confirman las relaciones causales, podría ser necesario revisar 

las políticas y prácticas legales para asegurar que la determinación 

de la pena sea justa y equitativa, y que esté en línea con los principios 

de proporcionalidad y reparación. 

Proporcionar formación y recursos adicionales a los profesionales 

del derecho para asegurar que comprenden y aplican adecuadamente 

la ley, especialmente en lo que se refiere a la afectación a la libertad 

sexual y otros factores significativos. 

Establecer un sistema de monitoreo y evaluación para seguir 

analizando cómo estas variables interactúan a lo largo del tiempo, lo 

que podría ayudar a identificar tendencias o cambios en la práctica 

judicial que puedan requerir atención. 

Fomentar la colaboración entre juristas, sociólogos, psicólogos y 

estadísticos para realizar análisis más robustos y multidimensionales 

que puedan ofrecer perspectivas más holísticas sobre estas 

cuestiones. 

 

2. En base a los resultados presentados y las conclusiones derivadas del 

análisis de correlación de Spearman entre "Autonomía Personal" y 

"Determinación de pena", la recomendación sería: 

Realizar estudios adicionales para explorar la causalidad y 

comprender mejor la naturaleza de la relación entre la autonomía 

personal y las decisiones de sentencia. Esto podría incluir análisis 

cualitativos, estudios de caso y la implementación de modelos 

estadísticos avanzados que pueden controlar variables confusas y 

explorar relaciones causales. 

Incorporar variables de control en futuros análisis para descartar 

factores confusos y aislar el efecto de la autonomía personal en la 

determinación de la pena. Esto puede incluir variables demográficas, 

legales y socioeconómicas. 

Utilizar métodos estadísticos multivariables para evaluar el impacto 

de múltiples factores simultáneamente, lo que puede revelar la 
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importancia relativa de la autonomía personal en el contexto de otros 

predictores de la determinación de la pena. 

 

Si se establece una relación causal, considerar la posibilidad de 

formación para los profesionales del derecho en cuanto a cómo la 

percepción de la autonomía personal puede influir en la 

determinación de la pena. Además, revisar las políticas judiciales 

para asegurar que no haya sesgos inadvertidos influenciando las 

sentencias. 

Promover una mayor transparencia en cómo se determinan las 

sentencias y animar a los jueces a proporcionar justificaciones 

detalladas que expliquen cómo se han considerado diferentes 

aspectos, como la autonomía personal, en sus decisiones. 

Fomentar la colaboración entre juristas, psicólogos, sociólogos y 

estadísticos para comprender mejor las implicaciones de estos 

hallazgos y para diseñar un sistema judicial que sea justo y 

equitativo. 

 

 

3. A partir de los resultados presentados y su análisis, se recomienda lo 

siguiente: 

Revisar las políticas y prácticas judiciales actuales para asegurarse 

de que la protección de los grupos vulnerables está siendo 

considerada de manera justa y equitativa en la determinación de la 

pena. Esto podría incluir la revisión de las directrices de sentencia 

para garantizar que no se impongan penas desproporcionadas. 

Proporcionar formación continua a los profesionales del derecho 

sobre el impacto de sus decisiones en la protección de grupos 

vulnerables y la importancia de evitar sesgos en la determinación de 

la pena. 

Complementar los análisis cuantitativos con estudios cualitativos 

para explorar las percepciones y actitudes de los jueces y otros 
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actores del sistema judicial en relación con los grupos vulnerables y 

cómo estas percepciones pueden influir en sus decisiones de 

sentencia. 

Desarrollo de Herramientas de Análisis de Sentencias: Crear 

herramientas analíticas que permitan a los cuerpos judiciales revisar 

de manera retrospectiva las sentencias impuestas para detectar 

patrones de sesgo o desigualdad en la protección de los grupos 

vulnerables. 

Realizar estudios adicionales que incluyan un espectro más amplio 

de variables para comprender si la correlación entre la "Protección 

de Grupos Vulnerables" y la "Determinación de pena" se mantiene 

constante cuando se controlan otros factores. Específicamente, 

estudios que examinen factores socioeconómicos, demográficos, 

legales y contextuales adicionales podrían proporcionar una visión 

más completa de la relación observada. 

Fomentar la colaboración entre expertos en derecho, criminología, 

sociología y estadística para realizar análisis más robustos y 

multidimensionales. 

Realizar estudios adicionales que incluyan un espectro más amplio 

de variables para comprender si la correlación entre la "Protección 

de Grupos Vulnerables" y la "Determinación de pena" se mantiene 

constante cuando se controlan otros factores. Específicamente, 

estudios que examinen factores socioeconómicos, demográficos, 

legales y contextuales adicionales podrían proporcionar una visión 

más completa de la relación observada. 

 

4. Es necesario realizar estudios adicionales que empleen metodologías 

diseñadas para inferir causalidad. Esto podría incluir el uso de 

modelos de regresión con variables instrumentales o diseños de 

investigación longitudinales que puedan abordar la dirección de la 

causalidad. 
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Es esencial realizar análisis que incluyan posibles variables confusas 

o mediadoras para entender si otros factores subyacentes podrían 

estar influyendo en la relación observada entre las medidas de 

reparación y sanción y las determinaciones de pena. 

Dada la fuerte correlación encontrada, los responsables de la 

formulación de políticas y los órganos judiciales podrían revisar las 

prácticas de sentencia para garantizar que las decisiones se basen en 

principios de justicia y equidad, y no en factores potencialmente 

sesgados. 

Ofrecer formación a los jueces y funcionarios judiciales sobre la 

importancia de considerar la reparación y la sanción de manera 

equilibrada y justa, para evitar que la severidad de la pena se vea 

desproporcionadamente influenciada por estas consideraciones. 

Sensibilizar a la comunidad legal y al público en general sobre los 

hallazgos de esta investigación para fomentar un diálogo informado 

sobre la justicia reparativa y su relación con las penas impuestas en 

el sistema judicial. 
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